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ARTICULADO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 176 DE 2007 
CAMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El artículo 3° de la Ley 12 de 1984 quedará así:
Artículo 3º. El escudo de armas de la República tendrá la siguiente compo-

sición: el perímetro será de forma suiza, de seis tantos de ancho por ocho de 
alto, y terciado en faja.

La faja superior, o Jefe, en campo azul lleva en el centro una granada de 
oro abierta y graneada de rojo, con tallo y hojas del mismo metal. A cada lado 
de la granada va una cornucopia de oro, inclinada y vertiendo hacia el centro, 
monedas, la del lado derecho, y frutos propios de la zona tórrida, la del iz-
quierdo. La faja del medio, en el campo de platino, lleva en el centro un gorro 
frigio enastado en una lanza.

el territorio insular del Departamento Archi-
piélago San Andrés, Providencia y Santa Catalina”. El escudo reposa sobre 
cuatro banderas divergentes de la base, de las cuales las dos inferiores forman 
un ángulo de 90 grados, y las dos superiores irán separadas de las primeras en 
ángulo de 15 grados; estas van recogidas hacia el vértice del escudo. El Jefe 
del Escudo está sostenido por una corona de laurel pendiente del pico de un 
cóndor con las alas desplegadas que mira hacia la derecha. En una cinta de oro 
asida al escudo y entrelazada a la corona va escrito en letras negras mayúscu-

Artículo 2°. . La presente rige a partir de su promulga-
ción y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,

Representante a la Cámara,
Departamento de Bolívar.

EXPOSICION DE MOTIVOS
ANTECEDENTES HISTORICOS
De conformidad con la Ley 9ª del 8 de mayo de 1834, el Senado y la Cáma-

ra de Representantes, reunidos en Congreso, designaron las armas y pabellón 

Granada serán un escudo dividido en tres fajas horizontales resaltando en su 
-

má, de azul, los dos mares ondeados de plata y un navío de negro con sus dos 
velas desplegadas en cada uno de ellos, lo que indicará la importancia de esta 
preciosa garganta, que forma parte integrante de la República”.

Posteriormente y a través de la Ley 12 de 1984, del 29 de febrero, el Con-
greso de Colombia adopta los símbolos patrios de la República y en su artícu-
lo 1º nos indica que estos son: la bandera, el escudo y el himno nacional.

-
bre cuatro banderas divergentes de la base, de las cuales las dos inferiores for-
marán un ángulo de noventa grados, y las dos superiores irán separadas de las 
primeras en ángulos de quince grados; estas van recogidas hacia el vértice del 
Escudo”. El Jefe del Escudo está sostenido por una corona de laurel pendiente 
del pico de un Cóndor con las alas desplegadas que mira hacia la derecha. En 
una cinta de oro asida al Escudo y entrelazada a la corona, va escrito en letras 

Señores Representantes, como es bien sabido por todos nosotros, desde el 
año de 1903, nuestro hermano país, Panamá, dejó de pertenecer a la Repúbli-

de la Ley 12 del 29 de febrero de 1984, que es complementario de la Ley 9ª 
de 1834, que reconoce a Panamá como parte integrante de nuestro territorio 
nacional, no siendo así.

la siguiente composición: el perímetro será de forma suiza, de seis tantos de 
ancho por ocho de alto, y terciado en faja.

oro abierta y graneada de rojo, con tallo y hojas del mismo metal. A cada lado 
de la granada va una cornucopia de oro, inclinada y vertiendo hacia el centro, 
monedas, la del lado derecho, y frutos propios de la zona tórrida, la del iz-
quierdo. La faja del medio, en el campo de platino, lleva en el centro un gorro 
frigio enastado en una lanza.

-
les las dos inferiores forman un ángulo de 90 grados, y las dos superiores irán 
separadas de las primeras en ángulo de 15 grados; estas van recogidas hacia el 
vértice del escudo. El Jefe del Escudo está sostenido por una corona de laurel 
pendiente del pico de un cóndor con las alas desplegadas que mira hacia la de-
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recha. En una cinta de oro asida al escudo y entrelazada a la corona va escrito 
en letras negras mayúsculas, el lema ‘LIBERTAD Y ORDEN’.

que en la faja inferior se incluya el Departamento Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, excluyendo al istmo de Panamá por los motivos 
anteriormente mencionados.

EL
PUEBLO DE COLOMBIA EN EL EJERCICIO DE SU PODER SOBERA-
NO Y CON EL FIN DE ESTABLECER LA UNIDAD DE LA NACIÓN EN
SU ARTÍCULO 1º Reconoce que Colombia es un Estado Social de Derecho, 
organizado en forma de República, descentralizada, con autonomía de sus 

reside exclusivamente en el pueblo, del cual emana el Poder Público”, me 

Ley 12 de 1984, y en el estricto sentido de hacer un reconocimiento público a 
una de las regiones más prósperas del país, como lo es el Departamento Archi-
piélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, para que se excluya del 
Escudo de Colombia el Istmo de Panamá, y en su lugar se incluya el territorio 
insular del nuevo Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y 
Santa Catalina, por cuanto la Ley 9ª de mayo de 1834 hizo homenaje al Istmo 
de Panamá por considerarlo como una parte integral de nuestra República 
sabiendo que esto no es así desde el año de 1903, cuando se produjo la segre-
gación de Panamá, de la República de Colombia. 

Atentamente,

Representante a la Cámara,
Departamento de Bolívar.

Anexo
Al presente proyecto del ley, las fotografías de los escudos original y el 

propuesto por el suscrito para que sea puesto a consideración por la Comisión 
Segunda Constitucional Permanente de la honorable Cámara de Representan-
tes.

De los honorables Representantes,

Representante a la Cámara,
Departamento de Bolívar.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

El día 8 de noviembre del año 2007 ha sido presentado en este Despacho 
el Proyecto de ley número 176 con su correspondiente exposición de motivos, 
por el honorable Representante .
El Secretario General,

* * *

PROYECTO DE LEY NUMERO 177 DE 2007 CAMARA

El Congreso de Colombia 
DECRETA:

T I T U L O  I
ARBITRAJE NACIONAL

CAPITULO I 
Normas generales

Artículo 1°. . El arbitraje es un proceso por medio 
-

ren su solución a un Tribunal Arbitral, el cual queda transitoriamente investido 

laudo arbitral. 
El arbitraje puede ser en derecho, en equidad o en conciencia, y técnico. 

El arbitraje en derecho es aquel en el cual los árbitros fundamentan su de-
cisión en derecho. En este evento el árbitro deberá ser abogado inscrito. 

El arbitraje en equidad o en conciencia es aquel en que los árbitros deciden 
según el sentido común, la equidad y su conciencia. 

-

Parágrafo. En la cláusula compromisoria o en el compromiso, las partes 
indicarán la naturaleza del arbitraje. Si nada se estipula, el fallo será en dere-
cho.

Artículo 2°. Clases. El arbitraje podrá ser independiente, institucional o 
legal. El arbitraje independiente es aquel en que las partes acuerdan autóno-

el arbitraje institucional, es aquel en el que las partes se someten a un procedi-
miento establecido por un Centro de Arbitraje reconocido por el Ministerio del 
Interior y de Justicia; y el arbitraje legal, lo es cuando a falta de dicho acuerdo, 
el arbitraje se realice conforme a las disposiciones legales vigentes. 

Artículo 3°. . Por medio del pacto arbitral, que comprende la 
cláusula compromisoria y el compromiso, las partes se obligan a someter sus 
diferencias a la decisión de un Tribunal Arbitral, renunciando a hacer valer sus 
pretensiones ante los jueces. 

Artículo 4°. Cláusula compromisoria. Se entenderá por cláusula compro-
misoria, el pacto contenido en un documento en virtud del cual los contratan-
tes acuerdan someter las eventuales diferencias que puedan surgir con ocasión 
de un contrato a un Tribunal Arbitral para su decisión. En cualquier caso, será 
necesario el consentimiento expreso. 

Si las partes no determinaren las reglas de procedimiento aplicables en la 

Parágrafo. La cláusula compromisoria es autónoma con respecto a la exis-
tencia y la validez del contrato del cual forma parte. En consecuencia, podrán 
someterse al procedimiento arbitral las controversias en las cuales se debatan 
la existencia y la validez del contrato y la decisión del Tribunal será conducen-
te aunque el contrato sea nulo o inexistente. 

Artículo 5°. Compromiso. El compromiso es un negocio jurídico por me-

convienen resolverlo a través de un Tribunal Arbitral. El compromiso podrá 
estar contenido en cualquier documento escrito, tales como telegramas, télex, 
fax u otro medio semejante. 

El documento en donde conste el compromiso deberá contener: el nombre 

arbitraje, y la indicación del proceso en curso cuando a ello hubiere lugar. En 
este caso las partes podrán ampliar o restringir las pretensiones aducidas en 
aquel.

Parágrafo. Además de las causas de nulidad aplicables a cualquier acto o 
contrato, el compromiso también será nulo cuando en él se omita lo indicado 
en el inciso 2° de este artículo.

Artículo 6°. . La cláusula compromisoria que se pacte en docu-
mento separado del contrato, para producir efectos jurídicos deberá expresar el 

Artículo 7°. . Las partes conjuntamente nombrarán y determinarán 
el número de árbitros, o delegarán tal labor en un tercero, total o parcialmente. 
En todo caso, el número de árbitros será siempre impar. Si nada se dice a este 
respecto, los árbitros serán tres (3), salvo en las cuestiones de menor cuantía 
en cuyo caso el árbitro será uno solo. 

Cuando se trate de arbitraje en derecho, las partes deberán comparecer al 
proceso arbitral por medio de abogado inscrito, a menos que se trate de asun-
tos exceptuados por la ley. 

Cuando en el arbitraje se diriman controversias derivadas de contratos es-
tatales, el proceso de selección de los árbitros será el siguiente: una vez reci-
bida la convocatoria del Tribunal Arbitral, se procederá así:

1. Las partes podrán presentar por escrito ante el Centro de Arbitraje en un 

la solicitud, una lista de candidatos, cuyo número no podrá ser menor de cinco 
(5) ni mayor a diez (10) días, con miras a la selección de los árbitros. 
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2. El Centro de Arbitraje deberá remitir a las partes del proceso una lista 
única conformada por los candidatos propuestos por las mismas para integrar 
el Tribunal Arbitral.

3. Dentro de los diez (10) días siguientes a la recepción de la lista, cada 
-

rencia, los candidatos a integrar el Tribunal.
4. El Tribunal quedará integrado con los tres (3) candidatos que tengan los 

más altos puntajes. El Centro de Arbitraje comunicará a las partes los nombres 
de los árbitros.

5. Los árbitros nombrados para esta clase de arbitraje tendrán como suma 
-

suales vigentes (1.000 smlmv).
Parágrafo 1°. Si con el procedimiento previsto en el inciso anterior no se 

logra la integración del Tribunal, se procederá a nombrar al árbitro o árbitros 
faltantes según lo previsto en el artículo 12 numeral 4 de esta ley, por el Juez 
Administrativo del Circuito con competencia en la sede del Tribunal Arbi-
tral.

Parágrafo 2°. En todo caso, la Procuraduría General velará por el respeto 
a los principios en la escogencia de los árbitros y el cumplimiento del debido 
proceso.

Artículo 8°. . Los procesos arbitrales son de menor cuantía cuando 
versen sobre pretensiones patrimoniales inferiores a cuatrocientos (400) sala-
rios mínimos legales mensuales; en estos últimos, no se requiere de abogado 
y salvo acuerdo en contrario de las partes, el árbitro será único. Los que no 
versen sobre derechos patrimoniales, se asimilan a los de menor cuantía. 

Artículo 9°. . Si el asunto es de menor cuantía o no 
versa sobre derechos patrimoniales, habrá lugar al amparo de pobreza en los 
términos previstos en el Código de Procedimiento Civil, y podrá ser total o 
parcial; si hay lugar a la designación de apoderado, esta se hará a la suerte 
entre los abogados incluidos en la lista de árbitros del respectivo Centro de 
Arbitraje.

Artículo 10. . Si en el compromiso o en la cláusula 
compromisoria no se señalare el término para la duración del proceso, este 
será de seis (6) meses, contados desde la terminación de la primera audiencia 
de trámite. 

El término podrá prorrogarse una o varias veces, sin que el total de las pró-
rrogas exceda de seis (6) meses, a solicitud de las partes o de sus apoderados 
con facultad expresa para ello. 

En todo caso, se adicionarán al término los días en que por causas legales 
se interrumpa o suspenda el proceso. 

CAPITULO II 
Trámite inicial

Artículo 11. . La solicitud de convocatoria deberá reunir todos 
los requisitos exigidos por el Código de Procedimiento Civil para la demanda 
y salvo que se trate de arbitraje independiente la solicitud se dirigirá al Centro 
de Arbitraje indicado en la presente ley. 

Artículo 12. . Para la integración del Tribunal Ar-
bitral se procederá así: 

1. La solicitud de convocatoria se dirigirá por cualquiera de las partes o 
por ambas al Centro de Arbitraje acordado y a falta de este a uno del lugar del 
domicilio de la otra parte, y si fuere esta plural o tuviere varios domicilios al 
de cualquiera de ellos a elección de quien convoca al Tribunal. 

2. Si las partes han acordado quiénes serán los árbitros pero no consta su 
aceptación, el centro los citará para que en el término de cinco (5) días se pro-
nuncien; el silencio se entenderá como rechazo. 

3. Si se ha delegado la designación, el Centro de Arbitraje requerirá al de-
legado para que en el término de cinco (5) días haga la designación; el silencio 
se entenderá como rechazo. Si se hace la designación se procederá como se in-
dica en el numeral anterior, en caso contrario el centro designará los árbitros, 
si las partes así lo han autorizado previa y expresamente.

4. En caso de no aceptación o si las partes no han nombrado, el Centro las 
citará a audiencia para que estas hagan la designación total o parcial de los ár-

bitros. Si las partes o el tercero requerido no hicieren el nombramiento, lo hará 
el Centro de Arbitraje de la sede del Tribunal en un término de diez (10) días.

5. Antes de la instalación del Tribunal, las partes de común acuerdo pueden 
reemplazar total o parcialmente a los árbitros. 

6. De la misma forma prevista en este artículo, se procederá siempre que 
sea necesario designar un reemplazo. 

7. Las partes determinarán libremente el lugar donde debe funcionar el 
Tribunal; a falta de acuerdo, el mismo Tribunal lo determinará.

Artículo 13. . Cuando se trate de 
arbitraje institucional o legal, la parte interesada deberá presentar la solicitud 
de arbitraje en el centro acordado; a falta de acuerdo, en algún centro del do-
micilio del convocante o convocado a elección del interesado. El Ministerio 
del Interior y de Justicia designará el Centro de Arbitraje ante el cual deba 
presentarse la solicitud de arbitraje en los casos de colisión de competencias. 

Artículo 14. . La persona a 
quien se comunique su nombramiento como árbitro deberá revelar todas las 

-
cialidad o independencia, sin perjuicio de que por causa de tales relaciones 
actuales o pasadas el árbitro sea recusado. En el evento de que durante el curso 
del proceso arbitral se compruebe que el Arbitro designado ocultó informa-
ción que debió suministrar al momento de aceptar el nombramiento, por ese 
sólo hecho quedará impedido para continuar conociendo del proceso, y así 
deberá declararlo inmediatamente, so pena de ser recusado.

Parágrafo. Un árbitro sólo podrá ser recusado si existen circunstancias que 

Artículo 15. . La parte que recuse a un árbitro expresará los 
motivos en que se fundamenta, dentro de los cinco (5) días siguientes a aquel 
en que tenga conocimiento de su aceptación o de cualquiera de las circuns-

o independencia. La no recusación oportuna del árbitro o árbitros, conlleva la 
renuncia a hacerlo posteriormente. 

A menos que el árbitro recusado renuncie a su cargo o que la parte con-
traria a quien lo propone, acepte la recusación, corresponderá a los demás 
árbitros cuando el Tribunal fuere plural, o la recusación se predique de la 

todo caso se pondrá a disposición de las partes el escrito de recusación para 

que pretendan hacer valer, y deberán decidir de plano en un término que no 
exceda de diez (10) días. 

Artículo 16. . El proceso arbitral se suspenderá des-
de el momento en que el árbitro se declare impedido o sea recusado, y hasta 
cuando sea resuelto el trámite de la recusación, acepte la recusación o se inicie 
el trámite de la misma, hasta cuando sea resuelta, y si es del caso se provea el 
reemplazo, sin que se afecte la validez de los actos surtidos con anterioridad. 

Igualmente, se suspenderá el proceso arbitral por inhabilidad o muerte de 
alguno de los árbitros, hasta que se provea su reemplazo. 

Artículo 17. . El árbitro 

cargo, y estará obligado a devolver al Presidente del Tribunal, dentro de los 
cinco (5) días siguientes, la totalidad de la suma recibida por concepto de ho-
norarios, incrementada en un veinticinco por ciento (25%), que quedará a su 
disposición para cancelar los honorarios del árbitro sustituto y para devolver a 

aviso a quien designó al árbitro que incurra en la conducta mencionada, para 
que en forma inmediata proceda a designar su reemplazo. 

-
ciones de árbitro, quedará automáticamente relevado de su cargo. 

-
rá devolver al Presidente del Tribunal, la totalidad de la suma recibida por 
concepto de honorarios. Quedan prohibidos los pactos internos entre árbitro 
saliente y de reemplazo en relación con la distribución de los honorarios reci-
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bidos o por recibir, so pena de incurrir en falta disciplinaria sancionable con 
destitución.

Artículo 18. . Cuando un árbitro cese 
en su cargo en virtud de lo dispuesto en los artículos 15 y 17, o en los casos 
de renuncia por cualquier otro o de expiración de sus funciones por cualquiera 
otra causa, se procederá al nombramiento de un sustituto conforme al mismo 
procedimiento por el que se designó al árbitro que se ha de sustituir.

CAPITULO III 
Iniciación del trámite arbitral

Artículo 19. . Los árbitros deberán informar 
a quien los designó, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su no-

aceptan.
El árbitro que no acepte, renuncie, fallezca o quede inhabilitado, será re-

emplazado en la forma señalada para su nombramiento. 
Artículo 20. . Aceptados los cargos por todos los 

árbitros, se instalará el Tribunal, para lo cual se procederá así: 
-

municará a los árbitros y a las partes. 
2. Si alguno de los árbitros no concurre, allí mismo se procederá a su reem-

plazo en la forma prevista en el numeral 6 del artículo 12 de la presente ley. 
3. El Centro entregará a los árbitros la actuación surtida hasta ese momen-

to.
4. El Tribunal elegirá un presidente de su seno. El Tribunal y las partes pue-

den acordar que el Tribunal funcione con secretario, quien tomará posesión 
ante el Presidente. En el caso de que el arbitraje sea estatal, será obligatoria la 
presencia del Secretario, quien tendrá derecho como máximo al cuarenta por 
ciento (40%) de los honorarios decretados para un árbitro.

5. En caso de optar por funcionar sin Secretario, el Presidente podrá asumir 
tales funciones, evento, en el cual se le reconocerá un porcentaje adicional de 
los honorarios equivalente hasta un diez por ciento (10%) adicional.

6. El Tribunal decidirá sobre la admisión de la demanda. 
-

dado, una vez concluida la audiencia de instalación.
8. El Tribunal comunicará a la Procuraduría General de la Nación la insta-

lación del Tribunal para los efectos del caso.
Artículo 21. . En defensa del orden jurídico, del 

patrimonio público y de los derechos y garantías fundamentales, el Ministerio 
Público, en su calidad de sujeto procesal especial, en cualquier momento po-
drá intervenir en todos los procesos arbitrales y tendrá las mismas facultades 
de las partes procesales. 

Artículo 22. . La demanda, su 
admisión, traslado y contestación se sujetarán a lo dispuesto en los Capítulos 
I y II del Título VII del Libro 2º del Código de Procedimiento Civil en todo lo 
que no esté expresamente regulado por esta ley. El término de traslado de la 
demanda será de diez (10) días.

De las excepciones de mérito se correrá traslado al demandante por cinco 
(5) días para que se pronuncie sobre ellas, adjunte y solicite pruebas. 

En este proceso, cabe la reconvención y no proceden las excepciones pre-
vias.

En el proceso arbitral no se admitirán incidentes. Salvo norma en contrario, 
los árbitros decidirán de plano cualquier cuestión que se suscite en el proceso. 
Las objeciones a los dictámenes periciales y las tachas a los testigos se resol-
verán en el laudo. 

Artículo 23. . Vencido el término de traslado de 
las excepciones de mérito contra la demanda inicial o la de reconvención, 
antes de la audiencia de conciliación, el Tribunal señalará fecha y hora para 

gastos y honorarios, cada parte consignará, dentro de los diez (10) días si-
guientes, lo que a ella corresponda. El depósito se hará a nombre del Tribunal, 
para efectos de lo cual se abrirá una cuenta especial. 

Si una de las partes consigna lo que le corresponde y la otra no, aquella 
podrá hacerlo por esta dentro de los cinco (5) días siguientes, pudiendo solici-
tar su reembolso inmediato. Si este no se produce, podrá el acreedor obtener 
el recaudo por la vía ejecutiva ante las autoridades jurisdiccionales comunes, 
en trámite independiente al del arbitraje. Para tal efecto, bastará presentar la 

diferente a la de pago. 
De no mediar ejecución, las expensas por gastos y honorarios pendientes 

de reembolso se tendrán en cuenta en el laudo para liquidar costas. A cargo 
de la parte incumplida, se causarán intereses de mora a la tasa más alta auto-
rizada desde el vencimiento del plazo para consignar y hasta el momento en 
que efectivamente cancela la totalidad de las sumas liquidadas a su cargo. El 
Tribunal podrá en el laudo ordenar compensaciones. 

Vencidos los términos previstos para realizar la consignación total, si esta 
no se produjere, el Tribunal declarará mediante auto concluidas sus funciones 
y se extinguirán los efectos del compromiso, o los de la cláusula compromi-
soria para este caso.

Artículo 24. .
Una vez el Tribunal se declare competente y efectuada la consignación a que 

-
cretario la mitad de los honorarios y el resto quedará depositado en la cuenta 
abierta para el efecto. El Presidente distribuirá el saldo una vez terminado el 
arbitraje por voluntad de las partes, o por ejecutoria del laudo o de la provi-
dencia que lo declare, corrija o complemente. 

Artículo 25. 
los hechos del litigio, motivará a las partes para que propongan fórmulas que 
concilien sus diferencias. Si no lo hacen, el Tribunal deberá proponer aquellas 

implique prejuzgamiento. El incumplimiento de ese deber constituirá falta 
disciplinaria.

Se podrán decretar las pruebas relacionadas con las fórmulas de conci-
liación que se propongan. Para la práctica de las mismas, se contará con un 
término de diez (10) días.

Parágrafo 1°. En el caso de llegarse a un acuerdo conciliatorio total, los 
árbitros y el secretario tendrán derecho a percibir una suma equivalente al diez 

Parágrafo 2°. Cuando por iniciativa de las partes, antes o durante la ce-
lebración de la audiencia de conciliación, disminuya en forma apreciable la 
cuantía del litigio, el Tribunal rebajará proporcionalmente la suma decretada 
para gastos y honorarios.

Artículo 26. 
el Tribunal, se señalará fecha y hora para celebrar audiencia de conciliación a 
la que deberán asistir las partes y sus apoderados.

Después de terminada la audiencia y dentro de los tres (3) días siguientes, 
-

da, en la contestación o en cualquier otro escrito que de acuerdo con la ley 
pueda contenerlas. 

En caso de llegarse a un acuerdo total en la audiencia de conciliación, los 
árbitros y el secretario tendrán derecho a percibir el quince por ciento (15%) 

Artículo 27. -
dos del auto admisorio de la demanda, esta podrá reformarse por una sola vez 
antes de la iniciación de la audiencia de conciliación prevista en esta ley. 

Artículo 28. . En caso de que no se concilie 
la totalidad de la controversia, el Tribunal celebrará la primera audiencia de 
trámite, la cual se desarrollará de la siguiente manera: 

1. El Tribunal leerá el documento que contenga el compromiso o la cláusu-
la compromisoria y las cuestiones sometidas a decisión arbitral y se expresa-
rán las pretensiones de las partes estimando razonablemente su cuantía. 

2. El Tribunal resolverá sobre su propia competencia mediante auto que 
sólo es susceptible de recurso de reposición. 
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3. El Tribunal resolverá sobre las pruebas pedidas por las partes y las que 

4. Si del asunto estuviere conociendo la justicia ordinaria, el Tribunal reci-
birá la actuación en el estado que se encuentre en materia probatoria y practi-
cará las pruebas que falten, salvo acuerdo de las partes en contrario. 

-
nitivamente los efectos del pacto arbitral para el caso concreto.

Artículo 29. . Si del asunto objeto de arbitraje estuviere 
conociendo la justicia ordinaria, el Tribunal solicitará al respectivo despacho 
judicial, copia del expediente. 

Al aceptar su propia competencia, el Tribunal informará, enviando las co-
pias correspondientes y, en cuanto lo exija el alcance del pacto arbitral de que 
se trate, el juez procederá a disponer la suspensión. 

El proceso judicial se reanudará si la actuación de la justicia arbitral no 
concluye con laudo ejecutoriado. Para este efecto, el Presidente del Tribunal 
comunicará al despacho respectivo el resultado de la actuación. 

CAPITULO IV
Integración del contradictorio e intervención de terceros

Artículo 30. . Cuando por la natu-
raleza de la situación jurídica debatida en el proceso, el laudo genere efectos 
de cosa juzgada para quienes no estipularon el pacto arbitral, el Tribunal or-
denará la citación personal de todas ellas para que adhieran voluntariamente 

llevará a cabo dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de su expedi-
ción.

Los citados deberán manifestar expresamente su adhesión al pacto arbi-
tral dentro de los diez (10) días siguientes. En caso contrario, se declararán 
extinguidos los efectos del compromiso o los de la cláusula compromisoria 
para dicho caso, y los árbitros reintegrarán los honorarios y gastos en la forma 
prevista para el caso de declararse la incompetencia del Tribunal. Igual pro-

que a ellos corresponda en los honorarios y gastos generales. 
Artículo 31. . La intervención de terceros en el 

proceso arbitral se someterá a lo previsto a las normas que regulan la materia 
en el Código de Procedimiento Civil. 

una o ambas partes, o si se integrará al rubro de honorarios y gastos, mediante 
providencia susceptible del recurso de reposición, la cual deberá ser consigna-
da dentro de los diez (10) días siguientes. Si el tercero no consigna oportuna-
mente, el proceso continuará y se decidirá sin su intervención. 

CAPITULO V
Audiencias, pruebas y medidas cautelares

Artículo 32. . El Tribunal Arbitral realizará las au-
diencias que considere necesarias, con o sin participación de las partes, y en 

considere pertinentes. 
El Tribunal tendrá respecto de las pruebas, las mismas facultades y obli-

gaciones que se señalan al juez en el Código de Procedimiento Civil y las 

pruebas no admiten recurso alguno; las que las nieguen son susceptibles del 
recurso de reposición. Cuando la prueba haya de practicarse en el exterior, el 
Tribunal podrá comisionar de acuerdo con las normas vigentes.

Artículo 33. .
A petición de una de las partes, el Tribunal podrá ordenar las medidas cautela-
res respecto del litigio que habrían procedido de haberse tramitado el proceso 
ante la justicia ordinaria, de manera que su decreto, práctica y levantamiento 
se someterá a las normas respectivas del Código de Procedimiento Civil y las 

casos excepcionales, el Tribunal podrá comisionar al Juez Civil del Circuito 

de la sede del arbitraje para que practique la diligencia de medida cautelar con 
celeridad.

Artículo 34. . Concluida la instrucción del proceso, 
el Tribunal Arbitral oirá en audiencia las alegaciones de las partes que no po-
drán exceder de una (1) hora cada una y señalará fecha y hora para audiencia 
de fallo. En el curso de la audiencia las partes podrán entregar sus alegaciones 
por escrito.

Artículo 35. . El Tribunal leerá en voz alta las considera-
ciones más relevantes del laudo y su parte resolutiva. A cada parte se entregará 
copia auténtica del mismo. 

CAPITULO VI 
Laudo arbitral y recursos

Artículo 36. . El laudo se acordará por mayoría de votos y 

por el secretario, cuando proceda; si alguno se negare, perderá el saldo que 
por concepto de honorarios le corresponda, el cual se devolverá a las partes. 
El árbitro disidente consignará en escrito separado los motivos de su discre-
pancia. En el mismo laudo se hará la liquidación de costas y de cualquier otra 
condena.

Artículo 37. . En el laudo se ordenará que previa 
su inscripción en lo que respecta a bienes sujetos a registro, se archive el expe-
diente por el Presidente en el Centro de Arbitraje donde se llevó a cabo el pro-
ceso arbitral, o en el caso de arbitraje independiente en el Centro de Arbitraje 
más cercano al domicilio del Tribunal. En todo caso, será obligación de los 
Centros de Arbitraje crear un sistema de archivo general de laudos arbitrales. 

Artículo 38. . El laudo arbitral 
podrá ser aclarado, corregido y complementado por el Tribunal Arbitral de 

días siguientes a la expedición del mismo, en los casos y con las condiciones 
establecidas en el Código de Procedimiento Civil. 

Artículo 39. . Procede el recurso de anulación contra el laudo 
arbitral o la providencia que resuelva la solicitud de aclaración, corrección o 
complementación, deberá interponerse por escrito dentro de los cinco (5) días 

Este recurso se surtirá ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial que 
corresponda a la sede del Tribunal Arbitral, para lo cual este enviará el escrito 
junto con el expediente al Tribunal Superior. 

Los laudos arbitrales que impongan condenas en contra de entidades de 
derecho público que superen los cuatrocientos (400) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, deberán surtir el grado jurisdiccional de consulta ante el 
Tribunal Contencioso administrativo de la sede del Tribunal Arbitral. 

La consulta tendrá trámite preferente, será resuelta en el término improrro-
gable de seis (6) meses contados a partir del auto que avoque el conocimiento 
del proceso, y se decidirá previo traslado común por cinco (5) días en el que 
las partes podrán presentar sus alegatos por escrito. La consulta se entenderá 
siempre interpuesta a favor de las entidades de derecho público. 

El agente del Ministerio Público antes del vencimiento del término aquí 
previsto, podrá solicitar traslado especial, el cual se concederá sin necesidad 
de auto que así lo disponga, por el término de diez (10) días contados a partir 
de la entrega del expediente que se efectuará una vez concluido el traslado 
común concedido a las partes. 

La providencia sujeta a consulta no quedará ejecutoriada mientras no se 
surta el mencionado grado, salvo que se preste caución para el cumplimiento 
de la sentencia condenatoria por la parte no estatal que resulte favorecido con 
el laudo arbitral.

Parágrafo. En caso de que se interponga recurso de anulación frente al 
laudo arbitral con apoyo en las causales de anulación previstas en esta ley, el 
mismo será resuelto sin que opere la limitante de la .

Artículo 40. . Son causales de anulación del laudo, 
las siguientes:

1. Que el procedimiento acordado por las partes haya violado el derecho de 
defensa o el debido proceso, siempre que la parte interesada lo alegue oportu-



Página 6 Miércoles 14 de noviembre de 2007 GACETA DEL CONGRESO  576

de nulidad relativa sólo podrán invocarse cuando hayan sido alegados en el 
proceso arbitral y no se hayan saneado o convalidado en el transcurso del 
mismo. 

3. Que la constitución del Tribunal Arbitral no se haya ajustado al acuerdo 
celebrado entre las partes o, en defecto de tal convenio, que no se haya ajusta-
do a lo previsto en la presente ley.

4. Cuando, sin fundamento legal, se dejaren de decretar pruebas oportu-
namente solicitadas o se hayan dejado de practicar las diligencias necesarias 
para evacuarlas, siempre que tales omisiones tengan incidencia en la decisión 
y el interesado las hubiere reclamado en la forma y tiempo debidos. 

para el proceso arbitral o su prórroga. 
6. Haberse fallado en conciencia o equidad, debiendo ser en derecho, siem-

7. Contener la parte resolutiva del laudo disposiciones contradictorias, 
siempre que se hayan alegado ante el Tribunal Arbitral en el escrito en que 
solicita la aclaración, corrección o complementación del laudo, o en el que se 
interponga el recurso de anulación. Cuando se alegue la causal de errores arit-
méticos, estos deberán denunciarse en la solicitud de corrección del laudo. 

8. Haber recaído el laudo sobre puntos no sujetos a la decisión de los árbi-
tros, o haber concedido más de lo pedido.

9. No haberse decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento, y
10. Que la controversia decidida no fuese susceptible de ser resuelta a tra-

vés de proceso arbitral y que el laudo sea contrario al orden público interno. 
No obstante lo anterior, si la parte afectada no alegó esta causal, de establecer-
se los hechos constitutivos de la misma en el trámite del recurso de anulación, 

Parágrafo. Cuando prospere la causal primera de anulación, el juez de anu-
lación remitirá el expediente al Ministerio del Interior y de Justicia para las 
actuaciones correspondientes respecto a la actuación del Centro de Arbitraje.

Artículo 41. . El Tribunal Superior rechazará de plano el recurso 
-

nea, o cuando las causales no correspondan a ninguna de las señaladas en el 
artículo anterior. 

En el auto por medio del cual el Tribunal Superior aboque el conocimien-
to, ordenará el traslado sucesivo por cinco (5) días al recurrente para que lo 
sustente y a la parte contraria para que presente su alegato. Los traslados se 
surtirán en la Secretaría. 

Parágrafo. Si no se sustenta el recurso, el Tribunal lo declarará desierto. 
Artículo 42. . Vencido el término de los 

traslados, el Secretario, al día siguiente, pasará el expediente al despacho para 
que se dicte sentencia, la cual deberá proferirse dentro de los tres (3) meses si-
guientes. En la misma se liquidarán las costas y condenas a cargo de las partes, 
con arreglo a lo previsto para los procesos civiles. 

Cuando prospere cualquiera de las causales señaladas en los numerales 
1, 2, 4, 5, 6 y 10 del artículo 40 de esta ley, se declarará la nulidad del laudo. 
En los demás casos, se corregirá o adicionará, o se proferirá el fallo que en 
derecho corresponda.

Cuando ninguna de las causales invocadas prospere, se declarará infunda-
do el recurso y se condenará en costas al recurrente. 

Si el recurso de nulidad prospera con fundamento en las causales 2, 4, 5 
ó 6 del artículo 40, los árbitros no tendrán derecho a la segunda mitad de los 
honorarios.

Parágrafo 1°. La inobservancia o el vencimiento de los términos para in-
gresar el expediente al despacho para proferir sentencia, constituirá falta dis-
ciplinaria sancionable en los términos del Código Disciplinario Unico.

Parágrafo 2°. De la ejecución del laudo y de las diligencias de entrega de 
bienes, conocerá el Juez Civil del Circuito de la sede del arbitraje, con funda-
mento en lo previsto en el Código de Procedimiento Civil.

Artículo 43. . La interposición del recurso de anulación contra un 
laudo arbitral, no suspende ni impide su ejecución. No obstante, el interesa-

do podrá ofrecer caución para responder por los perjuicios que la suspensión 

por el competente para conocer el recurso de anulación en el auto que abo-
que conocimiento, y esta deberá ser constituida dentro de los diez (10) días 

-

el Tribunal, se entenderá que los efectos del laudo se encuentran suspendidos. 
Cuando el recurrente sea una entidad pública no habrá lugar al otorgamiento 
de caución. La ejecución del laudo se suspenderá y esta estará relevada de 
prestar caución.

Artículo 44. . El Tribunal ce-
sará en sus funciones en los siguientes casos: 

1. Cuando no se haga oportunamente la consignación de gastos y honora-
rios prevista en la presente ley. 

2. Por voluntad de las partes. 
3. Por la ejecutoria del laudo o de la providencia que lo adicione, corrija o 

complemente.
4. Por la interposición del recurso de anulación. 

6. Por conciliación o transacción. Cuando se concilie o transija después de 
la audiencia de conciliación y antes de los alegatos de conclusión, los árbitros 
tendrán derecho al cincuenta por ciento (50%) de los honorarios. Si la conci-
liación o transacción se produjere después de la audiencia de alegatos, los ár-
bitros tendrán derecho al setenta y cinco por ciento (75%) de los honorarios. 

Artículo 45. . Terminado el proceso, el Presi-
-

secuencia, entregará a los árbitros y al secretario la segunda mitad de sus 
honorarios, cubrirá los gastos pendientes, y previa cuenta razonada, devolverá 
el saldo a las partes. 

Los árbitros y el secretario no tendrán derecho a la segunda mitad de sus 
honorarios cuando el Tribunal cese en sus funciones por expiración del térmi-

CAPITULO VII 
Normas especiales

Artículo 46. . Habrá lugar a arbitramento técnico cuando 
las partes convengan someter a la decisión de expertos en una ciencia o arte 
las controversias susceptibles de transacción que entre ellas se susciten. 

Las materias respectivas y el alcance de las facultades de los árbitros se 
expresarán en el pacto arbitral. 

Artículo 47. . Las controversias surgidas entre 
las partes por la razón de la existencia, interpretación, desarrollo o termina-
ción de contratos de arrendamiento podrán solucionarse a través de arbitraje, 
pero los aspectos de ejecución que demanden las condenas en los laudos de-
berán tramitarse ante la jurisdicción ordinaria.

Artículo 48. Funciones disciplinarias. Las Salas Disciplinarias de los Con-
sejos Seccionales de la Judicatura y del Consejo Superior de la Judicatura 
ejercerán las funciones disciplinarias en los procesos que se adelanten contra 
los árbitros, en los términos del Código Disciplinario Unico.

La Procuraduría ejercerá las funciones disciplinarias en los procesos que 
se adelanten contra los secretarios y auxiliares de administración de justicia 
de los Tribunales Arbitrales, en los términos previstos por el Código Discipli-
nario Unico.

Artículo 49. . Los agentes del Ministerio 
Público con funciones de intervención ante la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, en su calidad de sujetos procesales especiales, actuarán ante los Tri-
bunales arbitrales encargados de dirimir controversias derivadas de contratos 
estatales, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, el patrimonio 
público, las garantías y los derechos fundamentales, de conformidad con la 
Constitución Política, la ley y las directrices del Procurador General de la 
Nación.

Para el cumplimiento de sus funciones, el Centro de Arbitraje a quien se di-
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el contenido de la misma a la Procuraduría Primera Delegada ante el Consejo 
de Estado, para efectos de la designación del agente del Ministerio Público. 

El Tribunal Arbitral le comunicará al agente del Ministerio Público desig-
nado, la celebración de todas las audiencias y diligencias que se surtan en el 
trámite arbitral.

Artículo 50. . Si así lo solicita el Ministerio Públi-
co, en aras de garantizar la intervención del Ministerio Público a través de 
la emisión de concepto de fondo en relación con la controversia sometida a 
la consideración de los árbitros, una vez se surta la audiencia de alegatos de 
conclusión, se celebrará una nueva para el referido propósito, la cual se surtirá 
entre los cinco (5) y diez (10) días siguientes a aquella, lapso este que no se 
contabilizará para efectos de la contabilización del término de seis meses al 
que alude el artículo 10 de la presente ley. 

De la ejecución del laudo y de las diligencias de entrega de bienes, conoce-
rá el Juez Administrativo del Circuito de la sede del arbitraje.

T I T U L O  II
ARBITRAJE INTERNACIONAL

CAPITULO I
Disposiciones generales

Artículo 51. . El presente Título se aplicará al arbi-
traje comercial internacional, sin perjuicio de cualquier tratado multilateral o 
bilateral vigente en este Estado. 

Las disposiciones del presente Título, con excepción de los artículos 60, 
61, 87 y 88, se aplicarán únicamente si el lugar del arbitraje se encuentra en el 
territorio colombiano. 

Artículo 52. . Un arbitraje es internacional si:
a) Las partes en un acuerdo de arbitraje tienen, al momento de la celebra-

ción de ese acuerdo, sus establecimientos en Estados diferentes; o
b) El lugar del cumplimiento de una parte sustancial de las obligaciones 

de la relación comercial o el lugar con el cual el objeto del litigio tenga una 
relación más estrecha; o

c) Las partes han convenido expresamente en que la cuestión objeto del 
acuerdo de arbitraje está relacionada con más de un Estado; o

d) Cuando la controversia sometida a decisión arbitral afecte directa e in-
equívocamente los intereses del comercio internacional.

A los efectos del literal a), si alguna de las partes tiene más de un estable-
cimiento, el establecimiento será el que guarde una relación más estrecha con 
el acuerdo de arbitraje; si una parte no tiene ningún establecimiento, se tomará 
en cuenta su residencia habitual.

La presente ley no afectará a ninguna otra ley en virtud de la cual se esta-
blezca que determinadas controversias no sean susceptibles de arbitraje o se 
puedan someter a arbitraje únicamente de conformidad con disposiciones que 
no sean las de la presente ley.

Artículo 53. . A los efectos del pre-
sente Título:

 cualquier arbitraje con independencia de que sea o 
no una institución arbitral permanente la que haya de ejercitarlo;

“Tribunal Arbitral”
de árbitros.

Cuando una disposición del presente Título, excepto el artículo 80, deje 
a las partes la facultad de decidir libremente sobre un asunto, esa facultad 
entraña la de autorizar a un tercero, incluida una institución, a que adopte esa 
decisión.

las partes hayan celebrado o que puedan celebrar, o cuando en cualquier otra 

ese acuerdo todas las disposiciones del reglamento de arbitraje en él mencio-
nado.

Cuando una disposición del presente Título, excepto el inciso primero del 

se aplicará asimismo a la contestación a esa reconvención.

Artículo 54. . En el caso del 
Estado colombiano, se aplicarán las siguientes reglas:

1. Cuando en un contrato estatal se pacte un arbitraje internacional, se re-
querirá además de cumplir con los requisitos de esta ley, el concepto previo y 
favorable del Ministerio del Interior y de Justicia. 

-
je internacional en su contra, deberá comunicarlo a la Procuraduría General 
de la Nación, con miras a que el Ministerio Público ejerza las funciones de 
vigilancia y control en relación con la defensa de los intereses públicos. 

Artículo 55. . Para la recepción de 
las comunicaciones escritas, se procederá así: salvo acuerdo en contrario de 
las partes, se considerará recibida toda comunicación escrita que haya sido 
entregada personalmente al destinatario o que haya sido entregada en su esta-
blecimiento, residencia habitual o domicilio. En el supuesto de que no se des-
cubra, tras una indagación razonable, ninguno de esos lugares, se considerará 
recibida toda comunicación escrita que haya sido enviada al último estable-
cimiento, residencia habitual o domicilio conocido del destinatario por carta 

La comunicación se considerará recibida el día en que se haya realizado tal 
entrega.

Parágrafo. Las disposiciones de este artículo no se aplicarán a las comuni-
caciones habidas en un procedimiento ante un Tribunal.

Artículo 56. . Se considerará que la parte 
que prosiga el arbitraje, conociendo que no se ha cumplido alguna disposición 
del presente Título de la que las partes puedan apartarse, o algún requisito del 
acuerdo de arbitraje y no exprese oportunamente su objeción a tal incumpli-
miento, ha renunciado a su derecho a objetar.

Artículo 57. . En los asuntos que se ri-
jan por la presente ley, no intervendrá ninguna autoridad judicial colombiana, 
salvo en los casos en que esta ley así lo disponga.

Artículo 58. 
-

ren los artículos 63 incisos 3° y 4°, 65 numeral 3 y 66, serán ejercidas por el 
Juez Civil de Circuito competente de acuerdo con el artículo 23 del Código de 

-
cidas por el Tribunal Superior de Distrito Judicial que corresponda a la sede 
del Tribunal Arbitral.

CAPITULO II
Acuerdo de arbitraje

Artículo 59. . El “acuerdo 
 es un acuerdo por el que las partes deciden someter a arbitraje 

todas las controversias o ciertas controversias que hayan surgido o puedan 
surgir entre ellas respecto de una determinada relación jurídica, contrac-
tual o no contractual. El acuerdo de arbitraje podrá adoptar la forma de una 
cláusula compromisoria incluida en un contrato o la forma de un acuerdo 
independiente.

El acuerdo de arbitraje deberá constar por escrito. Se entenderá que el 

partes o en un intercambio de cartas, télex, telegramas u otros medios de te-
lecomunicación que dejen constancia del acuerdo, o en un intercambio de 
escritos de demanda y contestación en los que la existencia de un acuerdo 

contrato a un documento que contiene una cláusula compromisoria constituye 
acuerdo de arbitraje siempre que el contrato conste por escrito y la referencia 
implique que esa cláusula forma parte del contrato.

Artículo 60. 
. El Tribunal al que se someta un litigio sobre un asunto que es ob-

jeto de un acuerdo de arbitraje remitirá a las partes al arbitraje si lo solicita 
cualquiera de ellas, a más tardar, en el momento de presentar el primer escrito 
sobre el fondo del litigio, a menos que se compruebe que dicho acuerdo es 
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obstante, iniciar o proseguir las actuaciones arbitrales y dictar un laudo mien-
tras la cuestión esté pendiente ante el Tribunal.

Artículo 61. 
. No será incompatible con un acuerdo de arbitraje que una parte, 

ya sea con anterioridad a las actuaciones arbitrales o durante su transcurso, 
solicite de un Tribunal la adopción de medidas cautelares provisionales ni que 
el Tribunal conceda esas medidas.

CAPITULO III
Composición del Tribunal Arbitral

Artículo 62. . Las partes podrán determinar libremente 
el número de árbitros. A falta de tal acuerdo, los árbitros serán tres (3).

Artículo 63. . Salvo acuerdo en contrario 
de las partes, la nacionalidad de una persona no será obstáculo para que esa 

presente artículo, las partes podrán acordar libremente el procedimiento para 
el nombramiento del árbitro o los árbitros.

A falta de tal acuerdo, en el arbitraje con tres árbitros, cada parte nombrará 
un árbitro y los dos árbitros así designados nombrarán al tercero; si una parte 
no nombra al árbitro dentro de los treinta (30) días del recibo de un requeri-
miento de la otra parte para que lo haga, o si los dos árbitros no consiguen po-
nerse de acuerdo sobre el tercer árbitro dentro de los treinta (30) días contados 
desde su nombramiento, la designación será hecha, a petición de una de las 
partes por el Centro de Arbitraje, y a falta de este, del lugar donde funcione el 
Centro más próximo. 

En el arbitraje con árbitro único, si las partes no consiguen ponerse de 
acuerdo sobre la designación del árbitro, este será nombrado, a petición de 
cualquiera de las partes, siguiendo las normas previstas en el inciso anterior.

Cuando en un procedimiento de nombramiento convenido por las partes, 
una parte no actúe conforme a lo estipulado en dicho procedimiento, o las 
partes, o dos árbitros no puedan llegar a acuerdo conforme al mencionado 
procedimiento, o un tercero, incluida una institución, no cumpla una función 

-
licitar al Centro de Arbitraje que adopte la medida necesaria, a menos que en 
el acuerdo sobre el procedimiento de nombramiento se prevean otros medios 
para conseguirlo.

Artículo 64. . La persona a quien se comunique su 
posible nombramiento como árbitro deberá revelar todas las circunstancias 

-
pendencia. El árbitro, desde el momento de su nombramiento y durante todas 
las actuaciones arbitrales, revelará sin demora tales circunstancias a las partes, 
a menos que ya les haya informado de ellas.

Un árbitro sólo podrá ser recusado si existen circunstancias que den lugar a 

al árbitro nombrado por ella, o en cuyo nombramiento haya participado, por 
causas de las que haya tenido conocimiento después de efectuada la designa-
ción.

Artículo 65. . Para la recusación de árbitros se 
procederá de la siguiente manera:

1. Las partes podrán acordar libremente el procedimiento de recusación de 
los árbitros.

2. A falta de tal acuerdo, la parte que desee recusar a un árbitro enviará al 
Tribunal Arbitral, dentro de los quince días siguientes a aquel en que tenga 
conocimiento de la constitución del Tribunal Arbitral o de cualquiera de las 
circunstancias mencionadas en el inciso 2º del artículo 63 de la presente ley, 
un escrito en el que exponga los motivos para la recusación. A menos que el 
árbitro recusado renuncie a su cargo o que la otra parte acepte la recusación, 
corresponderá al Tribunal Arbitral decidir sobre esta.

Artículo 66. . Cuando 
exista falta o imposibilidad de ejercicio de las funciones se procederá así:

1. Cuando un árbitro se vea impedido de jure o de facto en el ejercicio de 
sus funciones o por otros motivos no las ejerza dentro de un plazo razonable, 

cesará en su cargo si renuncia o si las partes acuerdan su remoción. De lo con-
trario, si subsiste un desacuerdo respecto a cualquiera de esos motivos, cual-
quiera de las partes podrá pedir al Centro de Arbitraje que declare la cesación 
del mandato, decisión que será inapelable.

2. Si, conforme a lo dispuesto en el presente artículo o en el inciso 2º del 
artículo 64 de la presente ley, un árbitro renuncia a su cargo o una de las partes 
acepta la terminación del mandato de un árbitro, ello no se considerará como 
una aceptación de la procedencia de ninguno de los motivos mencionados en 
el presente artículo o en el inciso 2º del artículo 63.

Artículo 67. . Cuando un árbitro cese 
en su cargo en virtud de lo dispuesto en los artículos 64 ó 65, o en los casos 
de renuncia por cualquier otro motivo o de remoción por acuerdo de las par-
tes o de expiración de su mandato por cualquier otra causa, se procederá al 
nombramiento de un sustituto conforme al mismo procedimiento por el que se 
designó al árbitro que se ha de sustituir.

CAPITULO IV
Competencia del Tribunal Arbitral

Artículo 68. -
. El Tribunal Arbitral estará facultado para decidir acerca de su propia 

competencia, incluso sobre las excepciones relativas a la existencia o a la 
validez del acuerdo de arbitraje. A ese efecto, una cláusula compromisoria 
que forme parte de un contrato se considerará como un acuerdo independiente 
de las demás estipulaciones del contrato. La decisión del Tribunal Arbitral de 
que el contrato es nulo no entrañará ipso jure la nulidad de la cláusula com-
promisoria.

La excepción de incompetencia del Tribunal Arbitral deberá oponerse a 
más tardar en el momento de presentar la contestación. Las partes no se verán 
impedidas de oponer la excepción por el hecho de que hayan designado a un 
árbitro o participado en su designación. La excepción basada en que el Tribu-
nal Arbitral ha excedido su mandato deberá oponerse tan pronto como se plan-
tee durante las actuaciones arbitrales la materia que supuestamente exceda su 
mandato. El Tribunal Arbitral podrá, en cualquiera de los casos, estimar una 

El Tribunal Arbitral podrá decidir las excepciones a que se hace referencia 
en el inciso 2º del presente artículo como cuestión previa o en un laudo sobre 
el fondo. 

Artículo 69. .
Salvo acuerdo en contrario de las partes, el Tribunal Arbitral podrá, a petición 
de una de ellas, ordenar las medidas cautelares que el Tribunal Arbitral estime 
necesarias respecto del objeto del litigio. El Tribunal Arbitral podrá exigir de 
cualquiera de las partes una garantía apropiada en conexión con esas medidas. 
El Tribunal tendrá respecto de las medidas cautelares, las mismas facultades y 
obligaciones que se señalan al juez en el Código de Procedimiento Civil y las 

CAPITULO V
Sustanciación de las actuaciones arbitrales

Artículo 70. . En todo procedimiento arbitral 
deberá tratarse a las partes con igualdad y darse a cada una de ellas plena opor-
tunidad de hacer valer sus derechos.

Artículo 71. . Con sujeción a las disposi-
ciones del presente Título, las partes tendrán libertad para convenir el procedi-
miento a que se haya de ajustar el Tribunal Arbitral en sus actuaciones.

A falta de acuerdo, el Tribunal Arbitral podrá, con sujeción a lo dispuesto 
en el presente Título, dirigir el arbitraje del modo que considere apropiado. 
Esta facultad conferida al Tribunal Arbitral, incluye la de determinar la admi-
sibilidad, la pertinencia y el valor de las pruebas.

Artículo 72. . Las partes podrán determinar libremente 
el lugar del arbitraje. En caso de no lograrse acuerdo, el Tribunal Arbitral de-
terminará el lugar del arbitraje, atendidas las circunstancias del caso, inclusive 
las conveniencias de las partes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente, el Tribunal Arbitral 
podrá, salvo acuerdo en contrario de las partes, reunirse en cualquier lugar que 
estime apropiado para celebrar deliberaciones entre sus miembros, para oír a 
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los testigos, a los peritos o a las partes, o para examinar mercancías u otros 
bienes o documentos.

Artículo 73. . Salvo que las partes 
hayan convenido otra cosa, las actuaciones arbitrales respecto de una determi-
nada controversia se iniciarán en la fecha en que el demandado haya recibido 
el requerimiento de someter esa controversia a arbitraje.

Artículo 74. Idioma. Las partes podrán acordar libremente el idioma o los 
idiomas que hayan de utilizarse en las actuaciones arbitrales. A falta de tal 
acuerdo, el Tribunal Arbitral determinará el idioma o los idiomas que hayan 
de emplearse en las actuaciones. Este acuerdo será aplicable, salvo que en 

a todas las audiencias, y a cualquier laudo, decisión o comunicación de otra 
índole que emita el Tribunal Arbitral.

El Tribunal Arbitral podrá ordenar que cualquier prueba documental vaya 
acompañada de una traducción al idioma o los idiomas convenidos por las 
partes o determinados por el Tribunal Arbitral.

Artículo 75. . Dentro del plazo convenido por las 
partes o determinado por el Tribunal Arbitral, el demandante deberá alegar 
los hechos en que se funda la demanda, los puntos controvertidos y el objeto 
de la demanda, y el demandado deberá responder a los extremos alegados en 
la demanda, a menos que las partes hayan acordado otra cosa respecto de los 
elementos que la demanda y la contestación deban necesariamente contener. 
Las partes podrán aportar, al formular sus alegaciones, todos los documentos 
que consideren pertinentes o hacer referencia a los documentos u otras prue-
bas que vayan a presentar.

Salvo acuerdo en contrario de las partes, en el curso de las actuaciones 

contestación, a menos que el Tribunal Arbitral considere improcedente esa 
alteración en razón de la demora con que se ha hecho.

Artículo 76. . Salvo acuerdo en con-
trario de las partes, el Tribunal Arbitral decidirá si han de celebrarse audien-
cias para la presentación de pruebas o para alegatos orales, o si las actuaciones 
se sustanciarán sobre la base de documentos y demás pruebas. No obstante, 
a menos que las partes hubiesen convenido que no se celebrarían audiencias, 
el Tribunal Arbitral celebrará dichas audiencias en la fase apropiada de las 
actuaciones, a petición de una de las partes.

las audiencias y las reuniones del Tribunal Arbitral para examinar mercancías 
u otros bienes o documentos.

De todas las declaraciones, documentos o demás información que una de 
las partes suministre al Tribunal Arbitral se dará traslado a la otra parte. Asi-
mismo, deberán ponerse a disposición de ambas partes los peritajes o los do-
cumentos probatorios en los que el Tribunal Arbitral pueda basarse al adoptar 
su decisión.

Artículo 77. 
. Salvo 

demandante no presente su demanda con arreglo a lo dispuesto en el inciso 
1º del artículo 74, el Tribunal Arbitral dará por terminadas las actuaciones. 
Asimismo, cuando el demandado no presente su contestación con arreglo al 
inciso 1º del artículo 74, el Tribunal Arbitral continuará las actuaciones, sin 
que esa omisión se considere por sí misma como una aceptación de las alega-
ciones del demandante.

Por su parte, cuando una de las partes no comparezca a una audiencia o no 
presente pruebas documentales, el Tribunal Arbitral podrá continuar las actua-
ciones y dictar el laudo basándose en las pruebas de que disponga.

Artículo 78. . Salvo 
acuerdo en contrario de las partes, el Tribunal Arbitral podrá nombrar uno o 
más peritos para que le informen sobre materias concretas que determinará el 
Tribunal Arbitral, o podrá solicitar a cualquiera de las partes que suministre 
al perito toda la información pertinente o que le presente para su inspección 
todos los documentos, mercancías u otros bienes pertinentes, o le proporcione 
acceso a ellos.

Salvo acuerdo en contrario de las partes, cuando alguna de las partes lo 
solicite o cuando el Tribunal Arbitral lo considere necesario, el perito, des-
pués de la presentación de su dictamen escrito u oral, deberá participar en una 
audiencia en la que las partes tendrán oportunidad de hacerle preguntas y de 
presentar peritos para que informen sobre los puntos controvertidos.

Artículo 79. . El Tribunal Arbitral o 
cualquiera de las partes con la aprobación del Tribunal Arbitral podrán pedir la 
asistencia del juez colombiano competente para la práctica de pruebas. El Tri-
bunal podrá atender dicha solicitud dentro del ámbito de su competencia y de 
conformidad con las normas que le sean aplicables sobre medios de prueba.

CAPITULO VI
Pronunciamiento del laudo y terminación de las actuaciones

Artículo 80. . El Tribunal Arbitral 
decidirá el litigio de conformidad con las normas de derecho elegidas por las 
partes como aplicables al fondo del litigio. Se entenderá que toda indicación 

menos que se exprese lo contrario, al derecho sustantivo de ese Estado y no a 

Si las partes no indican la ley aplicable, el Tribunal Arbitral aplicará la ley 

El Tribunal Arbitral decidirá  sólo si las partes le han au-
torizado expresamente a hacerlo así.

En todos los casos, el Tribunal Arbitral decidirá con arreglo a las estipula-
ciones del contrato y tendrá en cuenta los usos mercantiles aplicables al caso.

Artículo 81. . En las 
actuaciones arbitrales en que haya más de un árbitro, toda decisión del Tribu-
nal Arbitral se adoptará, salvo acuerdo en contrario de las partes, por mayo-
ría de votos de todos los miembros. Sin embargo, el árbitro presidente podrá 
decidir cuestiones de procedimiento, si así lo autorizan las partes o todos los 
miembros del Tribunal.

Artículo 82. . Si durante las actuaciones arbitrales, las partes 
llegan a una transacción que resuelva el litigio, el Tribunal Arbitral dará por 
terminadas las actuaciones y, si lo piden ambas partes y el Tribunal Arbitral 
no se opone, hará constar la transacción en forma de laudo arbitral en los tér-
minos convenidos por las partes.

El laudo, en los términos convenidos, se dictará con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo 83 y se hará constar en él que se trata de un laudo. Este laudo 
tiene la misma naturaleza y efecto que cualquier otro laudo dictado sobre el 
fondo del litigio.

Artículo 83. . El laudo se dictará por escrito 

Arbitral, siempre que se deje constancia de las razones de la falta de una o 

El laudo del Tribunal Arbitral deberá ser motivado, a menos que las partes 
hayan convenido en otra cosa o que se trate de un laudo pronunciado en los 
términos convenidos por las partes conforme al artículo 81.

Constarán en el laudo la fecha en que ha sido dictado y el lugar del arbitra-
je determinado de conformidad con el numeral 1 del artículo 71. El laudo se 
considerará dictado en ese lugar.

con el procedimiento previsto en el presente capítulo.
Artículo 84. . Las actuaciones arbitrales 

de conformidad con lo previsto en el presente artículo.
El Tribunal Arbitral ordenará la terminación de las actuaciones arbitrales 

cuando:
a) El demandante retire su demanda, a menos que el demandado se oponga 

a ello y el Tribunal Arbitral reconozca un legítimo interés de su parte en obte-

b) Las partes acuerden dar por terminadas las actuaciones;
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El Tribunal, cuando se le solicite la anulación de un laudo, podrá suspender 
las actuaciones de nulidad, cuando corresponda y cuando así lo solicite una 

oportunidad de reanudar las actuaciones arbitrales o de adoptar cualquier otra 
medida que a juicio del Tribunal Arbitral elimine los motivos para la petición 
de nulidad.

CAPITULO VIII
Reconocimiento y ejecución de los laudos

Artículo 87. . Un laudo arbitral, cualquiera que 
sea el Estado en que se haya dictado, será reconocido como vinculante y será 
ejecutado en conformidad con las disposiciones de este artículo y del artículo 
88 de esta ley.

La parte que invoque un laudo o pida su ejecución deberá presentar el 

acuerdo no estuvieran redactados en castellano, la parte deberá presentar una 

Artículo 88. . Sólo 
se podrá denegar el reconocimiento o la ejecución de un laudo arbitral, cual-
quiera que sea el país en que se haya dictado:

a) A instancia de la parte contra la cual se invoca, cuando esta parte pruebe 
ante el Tribunal competente del país en que se pide el reconocimiento o la 
ejecución:

-
lo 59 de la presente ley estaba afectada por alguna incapacidad, o que dicho 
acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o si 
nada se hubiera indicado a este respecto, en virtud de la ley del país en que se 
haya dictado el laudo; o

ii) Que la parte contra la cual se invoca el laudo no ha sido debidamente 

ha podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos; o

arbitraje o contiene decisiones que exceden los términos del acuerdo de arbi-

sometidas al arbitraje pueden separarse de las que no lo están, se podrá dar 
reconocimiento y ejecución a las primeras; o

iv) Que la composición del Tribunal Arbitral o el procedimiento arbitral no 
se han ajustado al acuerdo celebrado entre las partes o, en defecto de tal acuer-
do, que no se han ajustado a la ley del país donde se efectuó el arbitraje; o

v) Que el laudo no es aún obligatorio para las partes o ha sido anulado o 
suspendido por un Tribunal del país en que, o conforme a cuyo derecho, ha 
sido dictado ese laudo; o

b) Cuando el Tribunal compruebe:
i) Que, según la ley colombiana, el objeto de la controversia no es suscep-

tible de arbitraje; o
ii) Que el reconocimiento o la ejecución del laudo serían contrarios al or-

den público internacional de Colombia.
Si se ha pedido a un Tribunal la nulidad o la suspensión del laudo, el Tri-

bunal al que se pide el reconocimiento o la ejecución podrá, si lo considera 
procedente, aplazar su decisión y, a instancia de la parte que pida el reconoci-
miento o la ejecución del laudo, podrá también ordenar a la otra parte que dé 
garantías apropiadas.

T I T U L O  IV
DISPOSICIONES VARIAS

CAPITULO I
De los Centros de Arbitraje

Artículo 89. . Las personas jurídicas sin ánimo de lucro y las en-
tidades públicas podrán crear centros de arbitraje previa autorización del Mi-
nisterio del Interior y de Justicia. 

c) El Tribunal Arbitral compruebe que la prosecución de las actuaciones 
resultaría innecesaria o imposible.

El Tribunal Arbitral cesará en sus funciones al terminar las actuaciones 
arbitrales, salvo lo dispuesto en el artículo 83 y en el inciso 4º del artículo 85 
de la presente ley.

Artículo 85. . Den-
tro de los treinta (30) días siguientes a la recepción del laudo, salvo que las 

-
ción a la otra, pedir al Tribunal Arbitral que corrija en el laudo cualquier error 

otra, pedir al Tribunal Arbitral que dé una interpretación sobre un punto o una 
-

miento, efectuará la corrección o dará la interpretación dentro de los treinta 
días siguientes a la recepción de la solicitud. La interpretación formará parte 
del laudo.

El Tribunal Arbitral podrá corregir cualquier error del tipo mencionado 
en el inciso anterior por su propia iniciativa dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la fecha del laudo.

Salvo acuerdo en contrario de las partes, dentro de los treinta (30) días 

a la otra parte, podrá pedir al Tribunal Arbitral que dicte un laudo adicional 
respecto de reclamaciones formuladas en las actuaciones arbitrales, pero omi-

dictará el laudo adicional dentro de sesenta (60) días.
El Tribunal Arbitral podrá prorrogar, de ser necesario, el plazo en el cual 

efectuará una corrección, dará una interpretación o dictará un laudo adicional 
con arreglo a los incisos 1º y 3º del presente artículo.

Lo dispuesto en el artículo 82 se aplicará a las correcciones o interpretacio-
nes del laudo o a los laudos adicionales.

CAPITULO VII
Impugnación del laudo

Artículo 86. -
. Contra un laudo arbitral, sólo podrá recurrirse mediante una petición de 

nulidad conforme a lo dispuesto en los incisos 2º y 3º del presente artículo.
El laudo arbitral sólo podrá ser anulado por el Tribunal Superior de Distri-

to Judicial que corresponda a la sede del Tribunal Arbitral cuando:
a) La parte que interpone la petición pruebe:

59 de esta ley estaba afectada por alguna incapacidad, o que dicho acuerdo 
no es válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o si nada se 
hubiera indicado a este respecto, en virtud de la ley colombiana; o

o de las actuaciones arbitrales o no ha podido, por cualquier otra razón, hacer 
valer sus derechos; o

de arbitraje o contiene decisiones que exceden los términos del acuerdo de 
-

tiones sometidas al arbitraje pueden separarse de las que no lo están, sólo se 
podrán anular estas últimas; o

iv) Que la composición del Tribunal Arbitral o el procedimiento arbitral no 
se han ajustado al acuerdo entre las partes, salvo que dicho acuerdo estuviera 

apartarse o, a falta de dicho acuerdo, que no se han ajustado a esta ley; o
b) El Tribunal compruebe:
i) Que, según la ley colombiana, el objeto de la controversia no es suscep-

tible de arbitraje; o
ii) Que el laudo es contrario al orden público de Colombia.
La petición de nulidad no podrá formularse después de transcurridos tres 

(3) meses contados desde la fecha de la recepción del laudo o, si la petición 
se ha hecho con arreglo al artículo 83 de la presente ley, desde la fecha en que 
esa petición haya sido resuelta por el Tribunal Arbitral.
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Artículo 90. . El Gobierno Nacional establecerá el mar-
co tarifario dentro del cual los centros de arbitraje de las personas jurídicas 
sin ánimo de lucro, los árbitros y secretarios de Tribunales de arbitramento 

establecer límites si se considera necesario. 

Los arbitrajes que se adelanten ante los centros de arbitraje de las entidades 
públicas serán gratuitos. El Gobierno Nacional reglamentará las condiciones y 
personas que atenderán estos centros de arbitraje. 

Artículo 91. . Los centros de arbi-
traje deberán cumplir con las siguientes obligaciones:

1. Establecer un reglamento interno que contenga los requisitos estableci-
dos por el Ministerio del Interior y de Justicia.

2. Organizar un archivo de los expedientes de arbitraje con el cumplimien-
to de los requisitos establecidos por el Ministerio del Interior y de Justicia, y

3. Proporcionar al Ministerio del Interior y de Justicia la información en 
los términos y condiciones que se les solicite en cualquier momento. 

Artículo 92. . El Ministerio del Interior 
y de Justicia ejercerá el control, inspección y vigilancia de los Centros de 
Arbitraje. El Gobierno Nacional establecerá las causales y el procedimiento 
aplicable para imponer las sanciones a los Centros de Arbitraje.

Artículo 93. Sanciones. El Ministerio del Interior y de Justicia una vez 
comprobada la infracción a la ley o a sus reglamentos, podrá imponer a los 
centros de arbitraje, mediante resolución motivada, cualquiera de las siguien-
tes sanciones:

a) Amonestación escrita;

b) Multa hasta de doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, teniendo en cuenta la gravedad de la falta y la capacidad económica 
de la entidad a la cual se le autorizó la creación del Centro de Arbitraje, a favor 
del Ministerio del Interior y de Justicia;

c) Suspensión de la autorización de funcionamiento hasta por un término 
de seis (6) meses, y

d) Revocatoria de la autorización de funcionamiento.

Artículo 94. . Cuando a un Centro 
de Arbitraje se le haya revocado la autorización de funcionamiento, sus re-
presentantes legales, administradores y directivas quedarán inhabilitados para 
solicitar nuevamente dicha autorización, por un término de cinco (5) años.

CAPITULO II

Derogatorias y vigencias
Artículo 95. . Los procedimientos y las disposi-

ciones arbitrales de Acuerdos Internacionales vigentes para Colombia prima-
rán sobre los procedimientos y las disposiciones de la presente ley.

Artículo 96. . Derógase el Decreto 2279 de 1989; los artículo 
90, 91, 93, 95, 105, 109, 110 y 111, la Ley 23 de 1991; los artículos 12, 13, 14, 
15, 21, 23 y 24 del D. E. 2651 de 1991; los artículos 70, 71 y 72 de la Ley 80 
de 1993; el artículo 23 literal p) de la Ley 143 de 1994; la Ley 315 de 1996; 
el inciso 1° artículo 10 del Decreto 1056 de 1953; los artículos 111, 112, 113, 
115, 116, 117, 118, 119, 120, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 127, 128, 129 y 
167 de la Ley 446 de 1998, y el Decreto 1818 de 1998, en su parte segunda; 
partes segunda y cuarta en las normas a que antes se ha hecho referencia; sin 
perjuicio de lo dispuesto en los tratados, convenciones, pactos o cualquier otro 
instrumento de derecho internacional.

Artículo 97. . La presente ley rige a partir de su promulgación. 
En los procesos iniciados con anterioridad, los recursos interpuestos, la prác-
tica de las pruebas decretadas, los términos que hubieren comenzado a correr 

momento en que se interpuso el recurso, se decretaron las pruebas, empezó a 

El Ministro del Interior y de Justicia,

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Congresistas:
El Gobierno Nacional somete a consideración del Congreso de la Repúbli-

ca el siguiente proyecto de ley, 
.

por su sigla MASC nacieron en un principio como una respuesta a la crisis de 
-

tión de los despachos judiciales, la demora en el pronunciamiento de fallos y 
los elevados costos para el acceso a la justicia para el ciudadano común. Esto 
generó una necesidad desde el Estado por encontrar alternativas a la resolu-
ción de controversias, diferentes a la ofrecida por la justicia tradicional. Solu-
ciones que por supuesto debían estar acordes con los principios fundamentales 
del Estado Social de Derecho.

La Constitución de 1991 estableció toda una gama de soluciones a partir de 
las posibilidades que tienen los particulares de administrar justicia en ciertos 
asuntos y bajo ciertas condiciones. El artículo 116 del la Carta Política ofrece a 

de esta. Hoy luego de más de 16 años de consagración de estos Mecanismos 
-

dentro de la estructura de administración de justicia en Colombia.

esencia una justicia especializada, en diversos campos del derecho. El valor 
de su desarrollo se ha visto más allá de su visión como herramienta de descon-
gestión de despachos judiciales.

acceso a la justicia en las mejores condiciones para tratar ciertos asuntos, que 
dada su naturaleza eminentemente técnica, encuentra una mejor respuesta en 
este Mecanismo Alternativo, que en la Justicia Ordinaria.

De la institución del Arbitraje
“Un

-
-

-
-

 (Sentencia C-242 de 1997. Magistrado Ponente: 
Alejandro Martínez Caballero).

-
ter sus diferencias a la decisión de un tercero, aceptando anticipadamente su-
jetarse a lo que allí se adopte Sentencia C242 de 1997 M.P. Hernando Herrera 
Vergara. Mecanismo que tiene ciertas características básicas:

i) Es uno de los instrumentos autorizados para que los particulares puedan 
administrar justicia;

ii) Está regido por el principio de habilitación o voluntariedad, pues el des-
plazamiento de la justicia estatal por el arbitramento tiene como fundamento 

-
tes (Sentencia C-060 de 2001, Fundamento 3...). Además,

iii) El arbitramento es temporal, pues la competencia de los árbitros está 
restringida al asunto que las partes le plantean. El arbitramento,

iv) Es también de naturaleza excepcional pues la Constitución impone lí-

disposición no puede dejarse al arbitrio de un particular, así haya sido volun-
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tariamente designado por las partes enfrentadas (Sentencia C-060 de 2001, 
Fundamento 3). Finalmente,

v) La Corte ha destacado que la voluntariedad del arbitramento no excluye 
que la ley regule la materia, pues el arbitramento es un verdadero proceso, a 
pesar de que sea decidido por particulares, y por ello está sujeto a ciertas re-
gulaciones legales, en especial para asegurar el respeto al debido proceso. Ha 
dicho al respecto esta Corte:

-
rial- y, como tal, está sometido en todas sus etapas a la estricta aplicación de 
las normas que regulan este tipo de actuaciones tanto desde el punto de vista 
formal como material. Se trata de un mecanismo en el que han de aplicarse 
con rigor las garantías del debido proceso aplicables a toda actuación judi-
cial, pues de nada sirve la inclusión de mecanismos de solución de litigios, 
adicionales y alternativos al sistema ordinario contemplado en la legislación, 
si su aplicación se traduce en el desconocimiento de derechos constituciona-
les fundamentales Corte Constitucional Sentencia C-330 de 2000 M.P. Carlos 
Gaviria Díaz.

-
cas del arbitramento han llevado a esta Corte a aceptar ciertas regulaciones 
adoptadas por el Legislador, así como a excluir otras. Una breve referencia a 
algunas de esas decisiones es útil pues permite precisar el marco constitucio-
nal del arbitramento. Así, la Sentencia C-060 de 2001, M.P. Carlos Gaviria 
Díaz, retiró del ordenamiento el inciso tercero del parágrafo del artículo 19 de 

televisión, si no había acuerdo entre las partes, debían ser resueltos por medio 
del arbitramento, con la designación de los árbitros, conforme a lo dispuesto 
por el Código de Comercio. La Corte concluyó que esa regulación descono-
cía la voluntariedad, excepcionalidad y temporalidad del arbitramento, pues 
hacía obligatorio ese mecanismo y creaba una instancia forzosa que no respe-
taba la libertad de las partes para solucionar sus litigios, con lo cual, además, 
restringía indebidamente el acceso de los particulares a la administración de 
justicia”.

Con criterio idéntico, la Sentencia C-242 de 1997, M. P. Hernando He-
rrera Vergara, declaró inexequible un numeral del artículo 19 de la Ley 142 
de 1994. Esta norma señalaba que, las empresas de servicios públicos debían 
establecer en sus estatutos, que las diferencias ocurridas a los asociados entre 
sí o con la sociedad, con motivo del contrato social, debían someterse a la de-
cisión arbitral. La Corte concluyó que esa regulación desconocía el principio 
de habilitación y voluntariedad del arbitramento, al hacer obligatorio su uso, 
con lo cual restringía además el derecho de acceso a la justicia (C.P. artículo 

habilitar en cada caso concreto a los árbitros de la función de administrar justi-

del arbitramento también vulnera su naturaleza transitoria, pues implica un 
desplazamiento de la justicia ordinaria por el mecanismo arbitral.

Por su parte, la Sentencia C-248 de 1999, M. P. Eduardo Cifuentes Mu-
ñoz, declaró la constitucionalidad del parágrafo del artículo 116 de la Ley 
446 de 1998, que consagra la autonomía de la cláusula compromisoria. Au-
tonomía según la cual, puede un tribunal de arbitramento creado con base en 
una cláusula compromisoria, debatir la existencia y la validez del contrato 
y su decisión será conducente aunque el contrato sea nulo o inexistente. La 

compromisoria le corresponde al legislador, en el marco de su libertad de 

inadecuada o equivocada”, ese examen no compete al juez constitucional.
La Sentencia C-294 de 1995, M. P. Hernando Herrera Vergara, declaró 

la constitucionalidad del inciso segundo del artículo 2° del Decreto 2651 de 
1991, que prevé la posibilidad de que las partes recurran a arbitramento en los 
procesos de ejecución en los que se hayan propuesto excepciones de mérito. 
La Corte consideró que esa regulación no viola el principio de excepcionali-
dad del arbitramento, pues la Carta no excluye que las partes habiliten a unos 
árbitros para que decidan sobre esas excepciones en un proceso de ejecución.

Igualmente, la Sentencia C-330 de 2000, M. P. Carlos Gaviria Díaz, con-
cluyó que los artículos 130 a 142 del Código de Procedimiento Laboral, que 
regulan el arbitramento voluntario en el campo laboral, se ajustan a los prin-

voluntario, temporal y excepcional de este mecanismo alternativo de solución 

Por su parte, la Sentencia C-098 de 2001, M. P. Martha Victoria Sáchica 

el artículo 111 de la Ley 446 de 1998, pues consideró que dentro del respeto 
de los principios constitucionales, el Legislador está facultado para señalar los 
asuntos susceptibles de ser sometidos a la justicia arbitral. Además, precisó 
esa sentencia, la justicia arbitral opera frente a derechos de libre disposición 

-

de ellos se susciten someterlos a la decisión de un árbitro, si esa es la voluntad 
de las partes”.

Finalmente, la Sentencia C-1436 de 2000, M. P. Alfredo Beltrán Sierra, 
condicionó el alcance de los artículos 70 y 71 de la Ley 80 de 1993, pues 
precisó que estos eran exequibles, en el entendido que los árbitros nombrados 

el desarrollo, la terminación y la liquidación de contratos celebrados entre 
el Estado y los particulares, no tienen competencia para pronunciarse sobre 
los actos administrativos dictados por la administración en desarrollo de sus 
poderes excepcionales. Esa sentencia concluyó que, permitir a las partes una 
autorización a los árbitros para pronunciarse sobre la legalidad de esos actos 
administrativos, desconocía la excepcionalidad del arbitramento al permitir 
que los árbitros invadieran una competencia que era exclusiva de la jurisdic-
ción estatal”.

Lo dicho jurisprudencialmente, y el reconocimiento práctico a la institu-
ción del arbitraje, nos lleva a plantear al Arbitraje como excelente alternativa 

personas involucradas. Al considerarse como un mecanismo heterocomposi-
vo, esas personas, en calidad de partes, le otorgan la facultad a un tercero es-
pecializado en el asunto concreto, el árbitro, para que emita un fallo denomi-
nado laudo arbitral, que establecerá con los mismos efectos de una sentencia 
judicial, los alcances de la solución dada a la controversia presentada. Todo 
el procedimiento para llegar hasta ese pronunciamiento vinculante, se hace de 

debido proceso.

El Arbitraje se encuentra actualmente regulado en la mayoría de países del 
mundo, especialmente en aquellos con los que Colombia tiene sus lazos cultu-
rales, económicos y comerciales más fuertes. La Unión Europea por ejemplo, 
adelanta programas y proyectos de difusión masiva de todos los MASC entre 
sus Estados miembros, destacando entre ellos el Arbitraje.

En las diferencias surgidas en ámbito del derecho privado, la aplicación 
del Arbitraje ha tenido una aceptación general por parte de los actores involu-
crados en la generación de un sinnúmero de relaciones civiles y comerciales. 
Esto gracias a las posibilidades que ofrece el principio de autonomía de la 
voluntad privada de las partes. Otra cosa sucede cuando una de las partes en 
litigio pertenece a la estructura del Estado. En este caso, la vinculación de 
la administración reduce la autonomía de la voluntad privada de las partes y 
también las materias a ser tratadas mediante un Arbitraje. Esto sin querer decir 
que el Estado no pueda tampoco disfrutar de las ventajas y aprovechar las po-
sibilidades que encierra este Mecanismo Alternativo. El ahorro en tiempos y 
costos y la especialización en la calidad de los árbitros también pueden servir, 

los particulares.

Por ejemplo, en otros países que han sido ejemplo para Colombia en el de-
sarrollo del Derecho Administrativo, el Estado ha reconocido la potencialidad 
del Arbitraje para dirimir sus controversias con los particulares. El Tribunal 
Supremo Español ha reconocido la posibilidad que tienen las empresas públi-
cas de utilizar el arbitraje.
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El presente proyecto de ley recoge en aras a defender el patrimonio público, 
las observaciones dadas por la Procuraduría General de la Nación, haciendo que 
estas hagan parte del articulado que regula la materia del Arbitraje Estatal.

-
va existente sobre la materia. La cultura del Arbitraje Comercial en Colombia ha 

las soluciones de controversias en nuestro país. Pese a este importante logro, la 
-

Colombia, y teniendo en cuenta que su modernización facilita la estabilidad ju-
rídica, ha elaborado este proyecto de ley considerando como una de las reformas 
judiciales más importantes en el sector justicia en los últimos años.

A partir de la expedición normas como el Decreto 2279 de 1989, las Leyes 
-

portante avance normativo en Colombia. Esto complementado por la valiosa 
jurisprudencia de las altas Cortes, nos muestra una riqueza jurídica que debe 
ser adecuadamente ordenada y articulada entre sí. Se impone entonces la ne-
cesidad de expedir un texto único que además sea compatible con los desarro-
llos y avances que han ocurrido en el mundo en materia de Arbitraje.

constituya en una herramienta útil para seguir avanzando en su utilización 
a nivel nacional y, sirva para que Colombia se adecue a la normatividad y 
criterios imperantes en el nivel internacional, convirtiéndola en un factor más 
de atracción para potenciales inversionistas o contratistas internacionales. Es 
elaborar una nueva ley que regule simultáneamente, tanto el arbitraje nacional 
como el internacional, tanto el estatal como el privado, en su integridad.

Para alcanzar el objetivo y con el valioso apoyo de un grupo de especia-
listas provenientes de la Procuraduría General de la Nación, el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, de Universidades que tienen programas aca-
démicos en esta materia, expertos independientes y organizaciones privadas 
de la sociedad civil, se elaboró un proyecto de ley arbitraje que contiene dos 
capítulos, a saber, el de arbitraje nacional y el de arbitraje internacional.

El capítulo correspondiente al arbitraje nacional, toma como fundamento 
la experiencia adquirida en el país, que fue analizada para corregir los vacíos 
existentes y organizar el procedimiento en un texto único, debidamente arti-
culado con la actual legislación procesal.

Como notas distintivas pueden destacarse:
1.  En este orden de 

-

por parte de nuestra Corte Constitucional.
2. . Ha-

ciendo claridad sobre los momentos procesales más importantes: integración 
del tribunal, instalación, audiencia de conciliación, honorarios y gastos del 
proceso, primera audiencia de trámite, instrucción del proceso y expedición 
del laudo, todos ellos en cabeza del tribunal arbitral.

3. . Al reiterar la 
posibilidad de las partes de pactar arbitrajes institucionales e independientes. 
Esta normativa supone una activa participación y una mayor responsabilidad 
de los Centros de Arbitraje del país, en cuanto a la elaboración de reglas mo-
dernas de procedimiento, e igualmente, mayores exigencias en la conforma-
ción de sus listas de árbitros y en la preparación de quienes en ella pretendan 
formar parte.

4.
. Y se mantiene el actual esquema conforme al cual, la remi-

sión del trámite a los jueces se limita al mínimo de eventos.
5.

-

laudos y mejorar su accesibilidad para el público en general y los académicos 
especializados.

6. -
-

. Para todos los asuntos relacionados con la contratación del Estado y 
gracias al aporte de la Procuraduría General de la Nación, se incluyen disposi-
ciones tendientes a garantizar la protección del patrimonio público.

Consideración importante del proyecto de ley, es la consagración de la 
intervención de los agentes del Ministerio Público ante los distintos tribunales 
de arbitramento, en la condición de sujetos procesales especiales encargados 
de la defensa del interés público, del orden jurídico y de los derechos y garan-
tías fundamentales.

Dichos agentes podrán intervenir en las distintas etapas procesales y ten-
drán las mismas facultades de las partes procesales, y cuando se trate de 
aquellos tribunales en los que se ventilan controversias derivadas de contra-
tos estatales, tales funcionarios tendrán un tratamiento especial en materia de 

dada la necesidad de garantizar la intervención procesal del representante de 
la sociedad, quien debe velar por la defensa del patrimonio público.

laudos condenatorios en contra de entidades de derecho público, cuya cuantía 
sea superior a cuatrocientos salarios mínimos mensuales legales.

Se regula el máximo de los honorarios que pueden devengar los árbitros 
como particulares que administran transitoriamente justicia, quienes en tal 
condición y dada la función pública a ellos encomendada, podrán ser discipli-
nados por el Consejo Superior de la Judicatura.

derivados de contratos estatales, se consagra un procedimiento más riguroso 
para la selección de los árbitros, mediante el cual se pretende brindar mayor 
transparencia en su selección y participación de un mayor número de especia-
listas en la materia. Los secretarios de tales tribunales serán elegidos de listas 
elaboradas por los respectivos centros de arbitraje.

Se consagra un riguroso régimen de incompatibilidades, inhabilidades y de 

decisiones arbitrales.
En ningún caso los tribunales de arbitramento en los que se ventilan con-

tratos estatales serán independientes o institucionales.
Se fortalece la conciliación arbitral, resaltando la obligación de los árbitros 

de motivar a las partes a que resuelvan sus diferencias sin necesidad de aplicar 
la justicia heterocompositiva. Si las partes se abstienen de proponer fórmu-
las, los árbitros deberán hacerlo. El incumplimiento de tales deberes generará 
consecuencias disciplinarias. La materialización de los acuerdos conciliato-
rios, en la medida en que se celebran antes del laudo arbitral, conducen a una 
reducción de la remuneración de los árbitros y del secretario.

7.
. Después de analizar múltiples opciones el Gobierno 

Nacional concluyó que la denominada Ley Modelo de la CNUDMI sobre Ar-

La Ley Modelo constituye una base sólida para la armonización y el per-
feccionamiento de la ley de arbitraje con los requerimientos actuales del co-
mercio internacional1. Regula todas las etapas del proceso arbitral, desde el 
acuerdo de arbitraje hasta el reconocimiento y la ejecución del laudo arbitral y 

-
tos más importantes de la práctica del arbitraje internacional.

El proyecto que se presenta, fundamentado en la Ley Modelo de la CNUD-
MI sobre Arbitraje Comercial Internacional, básicamente establece un régi-
men jurídico especialmente adaptado al arbitraje comercial, que no afecta a 
ningún tratado internacional vigente en nuestro país. Los siguientes son algu-

1  Se han promulgado leyes basadas en la Ley Modelo de la CNUDMI sobre arbitraje comercial internacional en: Alemania, Australia, 
Austria, Azerbaiyán, Bahrein, Bangladesh, Belarús, Bulgaria, el Canadá, Chile, China: Hong Kong y Macao, regiones administrativas 
especiales; Chipre, Croacia, Egipto, España, la Federación de Rusia, Filipinas, Grecia, Guatemala, Hungría, la India, Irán (República Islá-
mica del), Irlanda, el Japón, Jordania, Kenya, Lituania, Madagascar, Malta, México, Nigeria, Noruega, Nueva Zelandia, Omán, Paraguay, el 
Perú, la República de Corea, el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte: Escocia y las Bermudas, territorio de ultramar, Singapur. 
Sri Lanka, Tailandia, Túnez, Ucrania; Zambia, y Zimbabwe, los Estados Unidos de América: California, Connecticut. Illinois, Oregón y 
Texas.
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nos de los aspectos que se consideran de gran importancia en la regulación del 
arbitraje internacional:

7.1.  Conforme al proyecto, la ley se apli-
cará únicamente si el lugar del arbitraje se encuentra en el territorio de Colom-
bia. Este criterio de territorialidad, brinda certidumbre y claridad en cuanto a 
la elección de la ley procesal. Las partes tienen la posibilidad de incorporar al 

7.2. -
do un arbitraje puede ser internacional.

7.3.  El proyecto trata del acuerdo de arbitraje y su 
reconocimiento por los tribunales judiciales. Las disposiciones siguen muy de 
cerca al artículo II de la Convención sobre el reconocimiento y ejecución de 
las sentencias arbitrales extranjeras (Nueva York, 1958).

7.4.  El proyecto trata de los aspec-
tos del arbitraje relativos al derecho sustantivo.

En esta materia hay que partir del imperio que tiene la ley colombiana so-
bre las relaciones surgidas entre nacionales, sobre relaciones jurídicas acaeci-
das en Colombia. Sin embargo atendiendo la realidad internacional la misma 
ley regula la elección de la ley sustantiva cuando las circunstancias del caso 
exceden el ámbito nacional.

7.5.  Se reconoce a las partes la libertad 
para convenir el procedimiento que ha de seguir el tribunal arbitral en sus 
actuaciones, con sujeción a algunas disposiciones imperativas al respecto, y 
faculta al tribunal arbitral, a falta de acuerdo entre las partes, a dirigir el ar-
bitraje del modo que considere apropiado. Esta facultad conferida al tribunal 
arbitral incluye la de determinar la admisibilidad, la pertinencia, y el valor de 
las pruebas.

La autonomía de las partes para determinar las normas de procedimiento 
reviste especial importancia en los casos internacionales, pues les permite se-
leccionar o adaptar las normas según sus deseos y necesidades concretas, sin 
verse obstaculizadas por los conceptos tradicionales del derecho interno. La 
facultad discrecional supletoria del tribunal arbitral es igualmente importante 
pues le consiente dirigir las actuaciones según las características especiales de 
cada caso, sin limitaciones impuestas por la ley local ni por cualquier norma 
interna sobre la prueba. Además, proporciona un medio para solucionar cues-
tiones procesales no contempladas en el acuerdo de arbitraje.

7.6.  En cuanto a los motivos de nulidad, establece 
una lista taxativa de motivos por los que un laudo puede declararse nulo. Esa 
lista coincide esencialmente con el artículo V de la Convención de Nueva 
York.

7.7. -
 Básicamente lo que establece es que se aplicarán las 

mismas normas a los laudos arbitrales hayan sido dictados en el país de la 
ejecución o en otro país, siguiendo la Convención de Nueva York de 1958 y 
la de Panamá de 1975.

Los motivos para denegar el reconocimiento o la ejecución en virtud de 
este Proyecto son los enunciados en el artículo V de la Convención de Nueva 
York. Salvo que, esos motivos resultan aplicables no sólo a los laudos extran-
jeros sino a todos los laudos dictados en el arbitraje comercial internacional.

Este proyecto liderado por la Dirección de Acceso a la Justicia, el Vice-
ministerio de Justicia y el Ministerio del Interior y de Justicia, contó con el 
aporte de juristas e Instituciones, Universidades y Corporaciones expertas en 
las materia, Entidades Públicas, Cámaras de comercio y Árbitros, circunstan-
cia que constituye para el Gobierno Nacional una garantía de la pertinencia y 
actualidad de este cuerpo normativo.

El Ministro del Interior y de Justicia,
.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

El día 9 de noviembre del año 2007 ha sido presentado en este Despacho 
el Proyecto de ley número 177 con su correspondiente exposición de motivos, 
por el Ministro del Interior y de Justicia .
El Secretario General,

PROYECTO DE LEY NUMERO 178 DE 2007 CAMARA

Artículo 1°. Autorícese a la Asamblea Departamental del Cauca, para que 
ordene la emisión de la estampilla Pro-Salud Cauca.

Artículo 2°. La estampilla Pro-Salud Cauca, cuya emisión se autoriza será 
hasta por la suma de cincuenta mil millones de pesos ($50.000.000.000). El 
monto recaudado se establece a precios del año 2007. 

Artículo 3°. El producido de los recursos provenientes de la Estampilla 
Pro-Salud Cauca, se destinarán para inversiones en infraestructura de las Insti-
tuciones de Salud del Cauca, desarrollo, modernización y adquisición de nue-
vas tecnologías en las áreas de laboratorio, centros de diagnósticos, informáti-
cos y comunicaciones; mantenimiento, reparación de equipos de las distintas 
unidades de los centros asistenciales; dotación de instrumentos, compra de 
medicamentos, renovación del campo automotor y actividades de investiga-
ción y capacitación. 

Artículo 4°. Autorícese a la Asamblea Departamental del Cauca, para que 
determine las características, hechos económicos, tarifas, actos administrati-
vos u objetos de gravamen, excepciones y todos los demás asuntos pertinentes 
al uso obligatorio de la Estampilla en las operaciones que se realizan en el 
Departamento. Las providencias que en tal sentido expida la Asamblea De-
partamental del Cauca, serán de conocimiento del Gobierno Nacional a través 
del Ministro de Hacienda.

Parágrafo. El porcentaje del valor del hecho u objeto del gravamen, será 
determinado por la Asamblea Departamental del Cauca, pero en todo caso no 
podrá exceder del 3%.

Artículo 5°. La obligación de adherir y anular la Estampilla que se autoriza 
mediante esta ley, estará a cargo de los funcionarios de orden departamental 
que intervengan en los actos o hechos sujetos a gravamen estipulados por la 
Asamblea, mediante ordenanza.

Artículo 6°. Los recaudos provenientes de la Estampilla estarán a cargo 
de la Secretaría de Hacienda Departamental, la cual, llevará una cuenta de 

Parágrafo 1°. Los recursos captados por la Estampilla que se autoriza en la 
presente ley, serán distribuidos en forma equitativa de acuerdo con las necesi-
dades de los centros asistenciales del Departamento.

Parágrafo 2°. Los recursos captados por la Secretaría de Hacienda Depar-
-

ciones favorecidas.

Artículo 7°. La Contraloría Departamental, ejercerá el control y vigilancia 

Artículo 8°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Presentado por: 

Representante a la Cámara por el Departamento de Cauca,

.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Carta Política de 1991, establece que la Seguridad Social es un derecho 
irrenunciable de los habitantes del territorio nacional, y un servicio público y 
obligatorio cuya organización debe hacerse conforme a los principios de uni-

1.

-
titución Política de Colombia, el cual, hace referencia a las normas relativas 
a los derechos económicos, sociales y culturales. En este sentido, especial 

1  Constitución Política de Colombia. Artículo 48.
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salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. 
Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, pro-
tección y recuperación de la salud”2.

Con base en estos preceptos constitucionales, el proyecto de ley que se pre-
senta, busca autorizar a la Asamblea Departamental del Cauca, la emisión de 

millones de pesos anuales, destinados principalmente, a mejorar las condicio-
nes del Hospital Universitario San José de Popayán e implementar las con-
diciones necesarias para fortalecer el proceso de modernización y sostenibi-
lidad, de toda la Red Prestadora de Servicios de Salud en el Departamento, 
teniendo en cuenta el alto porcentaje de usuarios que se registran.

De esta manera, el recaudo propuesto a través de la Estampilla Pro-Salud 
Cauca, se hace esencialmente con el objetivo de captar recursos para realizar 
inversiones en todas las instituciones de salud del departamento, y en espe-
cial, para facilitar la compra e inversión de nuevas tecnologías en las áreas de 
laboratorio, centros de diagnósticos, informáticos y comunicaciones, mante-
nimiento, reparación de equipos de las distintas unidades de los centros asis-
tenciales; para la dotación de instrumentos, compra de medicamentos, renova-
ción del campo automotor y actividades de investigación y capacitación.

Hospital Universitario San José de Popayán:
protagonista del sector salud, en el sur occidente colombiano

El Hospital, fue fundado por religiosos Bethlemitas en el año de 1711, y 
reconocido como persona jurídica independiente, mediante la Resolución nú-
mero 68 de 1965 emanada del Gobierno Departamental. 

La institución, quedó formalmente adscrita al Sistema Nacional de Salud, 
según los Decretos 056 y 356 de 1975 y en 1979 fue nombrada Sede de la 

Servicio Seccional de Salud, previa aprobación del Ministerio de Salud.
En la década de los noventa, el Hospital Universitario San José, se enfrentó 

a grandes cambios, principalmente relacionados con el fortalecimiento institu-
cional y la renovación tecnológica. Sin embargo, también fue un periodo ca-

En 1993, bajo la política de venta integral de servicios, los docentes de la 
Universidad del Cauca, se convirtieron en contratistas del Hospital. En esta 
época, la institución alcanzó una venta de servicios por más de $2.000 millo-
nes que no fueron reconocidos por el Ministerio de Salud, lo que acrecentó el 

Pese a esta situación, en el año de 1995, el Hospital Universitario San José 

y los costos laborales, dando inicio a una época marcada por la recomposición 

nunca estuvo preparado.
Así las cosas y con el advenimiento de la Ley 100 de 1993 y la Ley 60 del 

-
ción en subsidio a la demanda administrado por las ARS (Administradoras 

con recursos del Estado del 40% al 18%. Las normas daban por hecho que 
los recursos de oferta se recapturarían por el Hospital a través de la venta de 
servicios a estas nuevas empresas, lo cual jamás sucedió. 

Durante los años de 1998 y 1999, se presentaron varios paros laborales, 
como apoyo de los trabajadores del Hospital, a movimientos nacionales del 
sector salud, que buscaban nivelaciones económicas. Se inició entonces, una 
serie de incumplimientos laborales por parte de la Institución, principalmente 
en lo referente al pago de salarios, desmejorándose en forma crítica el clima 
organizacional. 

El año 2001 inició con cambio de administración. La nueva gerencia, ele-

ajuste y salvamento institucional, con recortes importantes de los costos ope-
racionales y la decisión de corregir la grave problemática de desorden y co-
rrupción administrativa y laboral al interior de la institución. 

2  Constitución Política de Colombia. Artículo 49.

los años 2003 y 2004 un ajuste de la planta de personal, paralelamente, el hos-
pital se acogió a la Ley 550 que le permitió congelar sus pasivos laborales y 
de proveedores así como funcionar de una manera más adecuada cumpliendo 
con los pagos salariales y el suministro de medicamentos e insumos. Todo lo 

$40.000 millones de pesos.
Finalmente, el panorama actual del Hospital Universitario San José de Po-

payán se puede enmarcar en dos aspectos importantes:

El Hospital Universitario San José, se constituye en la única IPS pública de 
alta complejidad del Departamento, sin que desafortunadamente, logre ofertar 
todos los servicios de III y IV nivel requeridos por la comunidad, obligando 
a trasladar a los usuarios generalmente, al Departamento del Valle del Cauca, 
con los sobrecostos que implica y el traumatismo social para unos acompa-
ñantes pobres que muchas veces se oponen rotundamente al traslado de sus 
familiares.

Por otro lado, la Red de IPS privadas, también se encuentran en serias di-

más claro está dado en las veinte (20) camas de UCI para adultos, instaladas 
en el departamento, para una población de 1.300.000 habitantes, lo que da un 
promedio muy por debajo de cama por habitante comparado con cualquier 
otra ciudad capital del país. 

Red de IPS de nivel I desarticulada: 

de Abril de 2007 eran parte de la Dirección Departamental de Salud del Cauca 
-en liquidación-, es que las IPS de mediana y alta complejidad reciben a dia-
rio pacientes con patologías que quizá se pueden mermar, o inclusive evitar, 
si se lograra hacer un trabajo mejor coordinado en el lugar de origen de los 
pacientes.

I, los garanticen tal como lo establece la norma y no de manera parcial, lo cual 
le traslada la obligación a las IPS de II y III nivel de completar dichas activi-
dades con los escasos recursos asignados para prestar servicios de mediana y 
alta complejidad.

Dada la ausencia de un Centro Regulador de Urgencias en el Departamen-
to, el cual sólo hasta este año 2007 se viene organizando, el proceso de remi-
sión y contrarremisión de pacientes no resulta el ideal, fundamentalmente por 

Consideraciones constitucionales, legales y jurisprudenciales

Corresponde a las asambleas departamentales por medio de ordenanzas: 4. 
Decretar, de conformidad con la ley, los tributos y contribuciones necesarios 

Esta disposición es pertinente en la fundamentación jurídica del presente 
proyecto, toda vez que la Estampilla Pro-Salud Cauca, corresponde a una mo-
dalidad de tributo, la que por su carácter territorial, exclusiva para el departa-
mento del Cauca, ha de ser competencia de la asamblea departamental de esta 
repartición del país.

En otro sentido, la Sentencia C-540/01 de la Sala Plena de la Corte Cons-
titucional, exalta la eventualidad que los hospitales públicos, puedan recibir 
aportes de las administraciones departamentales, para solventar sus crisis eco-
nómicas, lo que desde luego, no la exceptúa en absoluto del cumplimiento de 
los preceptos de la función administrativa, consagrados en el artículo 209 de la 
Constitución Política. Así las cosas, es procedente crear un tributo de esta na-
turaleza para solventar la crisis del Hospital Universitario San José y de toda 

La Corte Constitucional, en la Sentencia C-538 de 2002, también advierte, 
que el Congreso de la República puede autorizar a los entes territoriales para 
la emisión de una estampilla con el objeto de captar recursos propios; y que es 
constitucional que el Congreso determine la destinación del recaudo.

Para tal efecto, la misma Corporación en Sentencia C-873/02, se pronun-
ció sobre cuáles son los elementos que deben observar las leyes habilitantes 
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de estampillas, en los siguientes términos: La Asambleas Departamentales y 
los Concejos Municipales y Distritales no tienen la competencia exclusiva de 
determinar la destinación del recaudo. Tal facultad también la tiene el legisla-

no concede a las respectivas asambleas o concejos, de manera exclusiva, la 
facultad de determinar la destinación del recaudo, pudiendo hacerlo el Con-
greso en la ley habilitante, sin que por ello se restrinja el alcance del principio 
de autonomía territorial plasmado en la Constitución”. (Principio de unidad 
económica nacional y soberanía tributaria del Congreso).

Finalmente, es de anotar la vital importancia y urgencia que se empiece a 
generar este recaudo de recursos, a través de la estampilla Pro-Salud Cauca, 

-
lombiano y por el que, este órgano legislativo debe trabajar incansablemente. 
En este sentido, no quiero que la salud de los caucanos siga permaneciendo en 
inminente peligro. 

Pongo a consideración de los honorables Congresistas el presente proyecto 
de ley para su discusión y aprobación.

Atentamente,
Representante a la Cámara por el Departamento del Cauca,

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

El día 13 de noviembre del año 2007 ha sido presentado en este Despacho 
el Proyecto de ley número 178 con su correspondiente exposición de motivos, 
por el honorable Representante .
El Secretario General,

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 179 DE 2007 CAMARA

.
El Congreso de la República de Colombia,

DECRETA:
T I T U L O  I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°. . Con el propósito de velar por la seguridad y la como-

didad de las personas en los espectáculos deportivos y de coordinar la toma de 
medidas preventivas que impidan la perturbación de la normalidad deportiva 
y ciudadana, se crea la Comisión Nacional para la Seguridad, Comodidad y 
Convivencia en el Fútbol en Colombia.

T I T U L O  II 
DE LA COMISION NACIONAL PARA LA SEGURIDAD, COMODIDAD 

Y CONVIVENCIA EN EL FUTBOL EN COLOMBIA.
CAPITULO I

Naturaleza, conformación y funciones 
Artículo 2°. -

. Créase la Comisión Nacional de Seguridad, Comodidad 
y Convivencia en el fútbol en Colombia. Estará integrada por representantes 
de cada una de las entidades que participan en la organización y desarrollo de 
este tipo de espectáculos deportivos y tendrá a su cargo la responsabilidad de 
trazar las directrices en todo lo referente a la creación, implantación y ejecu-
ción de estrategias de seguridad, comodidad y convivencia requeridas para 

de Justicia, con la asesoría del ente rector nacional del deporte y su sede será 
Bogotá, D. C.

Artículo 3°. . La Comisión Nacional de Seguri-
dad, Comodidad y Convivencia en el fútbol en Colombia estará integrada de 
la siguiente manera:

• El Ministro del Interior y de Justicia o su delegado, el Director de Asuntos 
Territoriales y Orden Público quien la presidirá.

• El Ministro de Educación o su delegado, el Director de Calidad Básica 
y Media.

• El Ministro de Cultura o su delegado, el Director de Infancia y Ju-
ventud.

• El Director General del Instituto Colombiano del Deporte, Coldepor-
tes, o su delegado, el Subdirector Técnico del Sistema Nacional.

• El Director de la Policía Nacional o su delegado, el Subdirector Ge-
neral.

• El Presidente de la Federación Colombiana de Fútbol o su delegado, el 

De acuerdo con las necesidades establecidas por la Comisión Nacional 
actuarán en calidad de invitados, con voz pero sin voto, las siguientes enti-
dades: 

• El Fiscal General de la Nación o su delegado.
• El Director Nacional de Prevención y Atención de Emergencias y De-

sastres.
• Representantes de las autoridades locales.

• Representantes de los programas de convivencia en el deporte institucio-
nalizados por autoridades locales.

Parágrafo. La Comisión Nacional queda facultada para invitar a cualquier 
entidad pública o privada, nacional o internacional cuya presencia se con-
sidere conveniente o necesaria para el desarrollo y el cumplimiento de las 
funciones a ella encomendadas. Estas entidades invitadas tendrán derecho a 
voz, pero no a voto.

Artículo 4°.  Son funciones de la Comisión Na-
cional de Seguridad, Comodidad y Convivencia en el fútbol en Colombia las 
siguientes:

1. Elaborar e implementar los planes tipo para los escenarios deportivos, 
en lo relacionado con seguridad, comodidad, logística, cuerpos de atención de 
emergencias, servicio de policía y las demás que sean necesarias, de acuerdo 
con la estructura, aforo y ubicación del escenario deportivo.

2. Diseñar y promover los mecanismos necesarios para el funcionamiento 
del sistema de vigilancia epidemiológica que promueva la seguridad en el 
fútbol en Colombia y otros eventos deportivos.

3. Diseñar y promover los mecanismos necesarios para conformar y ali-
mentar periódicamente un sistema de información que contenga los datos de 
aquellas personas que han cometido o provocado actos violentos o que hayan 
alterado la convivencia dentro de los escenarios deportivos o en su entorno.

4. Diseñar los protocolos que se deben cumplir para que las autoridades 
competentes puedan tomar medidas sobre restricciones de acceso y exclusio-

5. Promover e impulsar acciones que conduzcan a prevenir la aparición de 
conductas violentas y fomentar la convivencia en el deporte.

6. Establecer los requerimientos mínimos sobre reglamentaciones técnicas 
en cuanto a las instalaciones de los escenarios deportivos y la organización de 
los eventos, en lo relacionado con la seguridad y la comodidad de los especta-
dores y terceros intervinientes.

7. Promover la expedición de normas conducentes: a la prevención y san-
ción de los actos de violencia con ocasión de eventos deportivos; a la segu-
ridad y comodidad en la infraestructura de escenarios; a la organización de 
eventos deportivos; así como a la modernización y reorganización del fútbol 
en Colombia.

8. Instar a los medios de comunicación, para el manejo pedagógico de la 
información antes, durante y después de los eventos deportivos.

9. Fomentar y elaborar campañas de colaboración ciudadana y de convi-
vencia en eventos deportivos.

10. Elaborar los protocolos para determinar la categorización de los even-
tos deportivos, según su riesgo o su nivel de competencia.
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11. Determinar el presupuesto que necesita esta comisión para el cumpli-
miento de las funciones asignadas y por intermedio del Ministerio del Interior 
y de Justicia, solicitar su incorporación en el presupuesto general de la nación, 
cuando así los considere la comisión.

12. Reglamentar y supervisar el funcionamiento de las comisiones lo-
cales.

13. Fijar las directrices en lo relacionado con lo de su competencia, las 
cuales serán de obligatorio cumplimiento por parte de las comisiones locales. 

14. Darse su propio reglamento.
Artículo 5°. . La Secretaría Técnica de la comisión será 

ejercida por el Instituto Colombiano del Deporte, Coldeportes, y cumplirá las 
siguientes funciones:

1. Coordinar el cumplimiento de las funciones de la comisión.
2. Convocar a sesiones ordinarias y extraordinarias.
3. Elaborar las actas de cada sesión de la comisión.
4. Llevar el archivo documental de la comisión.

6. Las demás que le sean asignadas por la comisión.
Artículo 6°. . La Comisión Nacional se reunirá en forma ordina-

ria al menos una (1) vez cada tres (3) meses y extraordinariamente cuando así 
lo solicite cualquiera de sus miembros.

Artículo 7°. . La comisión sesionará válidamente con un mínimo 
de tres (3) de sus miembros y tomará las decisiones por mayoría simple de los 
presentes.

CAPITULO II 
Organizaciones locales

Artículo 8°. Comisiones locales. Cada municipio o distrito constituirá la 
Comisión Local de Seguridad, Comodidad y Convivencia en el Fútbol, la cual 
estará integrada de la siguiente manera:

• El Alcalde local, o su delegado, quien la presidirá.
• El Secretario de Gobierno local o su delegado.
• El Secretario de Deportes o quien haga sus veces, o su delegado.
• El Director local de la Policía Nacional o su delegado.
• El Presidente de la liga de fútbol regional o su delegado.
• Los Presidentes de los clubes profesionales de la localidad.
De acuerdo con las necesidades establecidas por la Comisión Local actua-

rán en calidad de invitados, con voz pero sin voto, las siguientes entidades: 
• El Director local de Prevención y Atención de Emergencias y Desastres.
• El administrador de los Escenarios Deportivos de la localidad.

• El Director del programa de convivencia en el deporte del gobierno local 
o quien haga sus veces.

Las funciones y operación de las comisiones locales estarán determinadas 
por la Comisión Nacional.

T I T U L O  III
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 9°.  El Ministerio del Interior y de 
Justicia dispondrá de tres (3) meses a partir de la sanción de la presente ley 
para instalar y poner en funcionamiento la Comisión Nacional de Seguridad, 
Comodidad y Convivencia en el fútbol en Colombia. Las alcaldías munici-
pales y distritales dispondrán de tres (3) meses a partir de la expedición de 
la normatividad por parte de la Comisión Nacional, para instalar y poner en 
funcionamiento su respectiva comisión local.

Artículo 10. . En todos los clubes de fútbol en Co-
lombia se deberá designar un delegado responsable de la seguridad, comodi-
dad y convivencia, que en el ejercicio de sus tareas durante el desarrollo del 
evento deportivo, atenderá todas las instrucciones que impartan la Comisión 
Nacional y la Local de seguridad y comodidad en el fútbol en Colombia y 

deberá rendir informe ordinario anual de sus funciones y actividades a la res-
pectiva comisión local y extraordinario cuando esta así lo requiera.

Artículo 11. Vigencia. La presente ley empezará a regir a partir de la fecha 
de su sanción y promulgación. 

Representante a la Cámara, departamento de Antioquia,

EXPOSICION DE MOTIVOS
Aunque es claro que el presente proyecto de ley pretende normalizar todos 

los eventos deportivos en Colombia, también es claro que la situación tipo se 
presenta en los partidos profesionales de fútbol, razón por la cual, en muchos 
apartes de esta exposición de motivos, se harán referencias a este deporte en 

-
sar las discusiones que se generarán a partir de esta iniciativa legislativa.

La asistencia a competiciones deportivas y particularmente entre equipos 
profesionales de fútbol constituye una actividad importante en Colombia, 
como en muchas partes del mundo. La violencia que se suscita alrededor de 
los eventos deportivos en los cuales participan los hinchas no es un proble-
ma aislado, pues actualmente presenta características y causas que permiten 

estos hechos, ni para judicializar los mismos, como sí existe en países más 
desarrollados deportivamente, como Brasil, Argentina, Inglaterra y España, 
entre otros (1).

Podemos decir que hay diferentes tipos de comportamiento entre las perso-

así: espectadores, torcedores (hinchas), torcedores uniformados y torcedores 
organizados (ultras). En Colombia se han venido formando las denominadas 

-
nos (y algunos ingleses), quienes han venido teniendo auge en los escenarios 
colombianos con sus cánticos, colorido y movimientos rítmicos que induda-

igual que lo ocurrido en España, Argentina, Brasil, Inglaterra y otros países, 
algunos de ellos han desvirtuado su esencia, pasando a ser protagonistas de 
hechos de violencia dentro y fuera de los estadios, inclusive en las vías por las 
cuales transitan, cuando los equipos que animan, se desplazan a otras ciudades 
diferentes a las de su origen para disputar los partidos de torneos nacionales, 
pasando algunos de ellos a ser detectados por los cuerpos de seguridad como 

casos estas personas consumen grandes cantidades de alcohol y sustancias 
sicoactivas en los preámbulos y después de los juegos de fútbol (1).

Como medidas paliativas a esta situación en diferentes países se ha prohi-

consumo de alcohol dentro y en los alrededores de los estadios, o la prohibi-
ción de ingresar pólvora, banderas, astas, pilas, correas o cualquier otro objeto 
que pudiera ser utilizado como arma. En Medellín, el Alcalde de la época Luis 
Pérez G, en alguna ocasión (2002) prohibió la entrada de espectadores para 
un juego clásico entre Independiente Medellín y Atlético Nacional, como un 
castigo pedagógico por mal comportamiento de los hinchas.

-
-

-
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”1.
-

dedor de eventos deportivos sean efectivas, estas deben garantizar no solo lo 
anterior, sino también la comodidad, la convivencia y cuando sea posible el 
confort de los asistentes a estos eventos, toda vez que están pagando para po-
der disfrutar de un espectáculo en las mejores condiciones posibles. Esto solo 
será posible en cuanto los organizadores de los espectáculos (llámese clubes 
de fútbol y su asociación) garanticen a los espectadores la comodidad y ojalá 
el confort y que el Estado a través de su legislación, y la participación activa 
de los clubes organizadores de los eventos deportivos, garantice la seguridad 
de los mismos. Ello implicará realizar altas inversiones en los actuales esce-
narios (todos ellos, a la fecha, propiedad pública, ningún club posee escenario 

2007), para lo cual se requerirá convenir entre los clubes y las municipalida-
des, fórmulas que permitan lo anterior. 

Por lo pronto se propone que la creada comisión nacional promueva la ex-
pedición de medidas y normas que permitan que los clubes puedan convertirse 
en sociedades anónimas, sin necesidad de liquidarse en el proceso, para que 
sus socios sean propietarios de activos tangibles y se estimule la inversión (al 
estar en bolsa de valores), además de garantizar la transparencia del origen de 
los recursos que ingresen al fútbol, se permitirá el acceso de cualquier ciuda-
dano a ser propietario de un club de fútbol, con las limitaciones propias del 
comercio formal. Para que estas sociedades funcionen hay que dejarlas que 
se muevan libremente dentro de la sana competencia y en marco regulatorio 
existente en Colombia. Ejemplo: Código del Comercio, Superintendencia de 
Sociedades, Superintendencia de Valores, Bolsa de Valores, inversión extran-
jera y nacional, etc. Vale la pena anotar que la mayoría de los clubes profe-
sionales de fútbol en Colombia son corporaciones sin ánimo de lucro y unas 
pocas son sociedades anónimas cerradas. Esto quiere decir que en la mayoría 
de los clubes no hay doliente porque no hay inversionistas. 

Los administradores son generalmente los dueños de unos derechos que 
no son títulos valores como las acciones que comúnmente conocemos sino 

patrimonio ni ningún tipo de rentabilidad. Solamente te dan voz y voto en 
una asamblea, por consiguiente si tienen mayoría de derechos consiguen el 
control de la asamblea, de la administración, del manejo del presupuesto, de 
la contratación de jugadores y venta de ellos, etc. etc. Todo esto sin invertir 
ni arriesgar un solo peso. Un buen negocio personal para los administradores 

Nunca conseguirán inversión ni capitalización.
A nivel internacional hemos consultado la legislación vigente, la cual he-

mos querido referenciar ya que países como España, Brasil, México, Perú y 
algunos países Europeos, han obtenido muy buenos resultados frente a este 
tipo de situaciones, pues como en nuestro caso es el Estado el responsable de 
velar por la vida, seguridad, honra, bienes tal como lo establece la Constitu-
ción Política de Colombia. 

1. ESPAÑA.
PROTOCOLO DE ACTUACIONES CONTRA EL RACISMO, LA 

XENOFOBIA Y LA INTOLERANCIA EN EL FUTBOL
Ante la crítica situación de violencia entre seguidores de equipos españo-

les, y sus altos componentes de racismo y xenofobia, las autoridades auspicia-
ron la creación del llamado “PROTOCOLO DE ACTUACIONES CON-
TRA EL RACISMO, LA XENOFOBIA Y LA INTOLERANCIA EN EL 
FUTBOL”.

El protocolo en mención fue suscrito por:
1. Consejo Superior de Deportes.
2. Ministerio del Interior.
3. Dirección General de la Policía.

1  INICIATIVAS LEGISLATIVAS PARA LA PREVENCION DE LA VIOLENCIA EN LOS ESPECTACULOS DEPORTIVOS: UNA 
COMPARACION ENTRE LOS MODELOS BRASILEÑO Y ESPAÑOL.  Heloisa Helena Baldy dos Reis.  Profa. Dra. da Universidade
Estadual de Campinas – Unicamp, Brasil; y Miguel Cardenal Carro Prof. Dr. da Universidad de Extremadura, Espanha.

4. Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración del Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales.

5. Comisión Nacional contra la Violencia.
6. Observatorio del Racismo y la Violencia en el Deporte.
7. Real Federación Española de Fútbol.
8. Liga Nacional de Fútbol Profesional.
9. Clubes de fútbol de Primera y Segunda División A.
10. Asociación de Futbolistas Profesionales.
11. Federación Española de Peñas.
12. Movimiento contra la Intolerancia.
13. Coalición Española contra el Racismo y la Xenofobia.

desempeña en la sociedad actual, en su función de integración social, de pro-
moción de la diversidad, de educación y de contribución a la salud pública, 
así como los valores que emanan del mismo como son el respeto mutuo, la 
tolerancia, la deportividad y la no discriminación de las personas. Todo ello 
hace que el deporte se considere un elemento social que debe ser protegido.

Mediante el protocolo se pretende: 
1. Desarrollar adecuadamente el ingente potencial que ofrece el fútbol 

para rechazar todo comportamiento discriminatorio.
2. Profundizar en la colaboración entre las instituciones y agentes implica-

dos.
3. Adoptar medidas integrales tendientes a prevenir y erradicar la violen-

cia”2.
El protocolo contiene 31 medidas que giran en torno a los siguientes ejes: 
• Medidas de prevención y de protección de la integridad física y moral de 

las víctimas de los actos racistas, xenófobos e intolerantes en el ámbito del 
deporte.

• Medidas de localización y control de participantes en incidentes racistas, 
xenófobos, intolerantes y violentos en el fútbol.

• Medidas de represión y sanción de los incidentes racistas, xenófobos, 
intolerantes y violentos en el fútbol.

2. EUROPA 
CONVENCION EUROPEA PARA LA PREVENCION DE LA VIO-

LENCIA EN ESPECTACULOS DEPORTIVOS EN PARTICULAR EN 
PARTIDOS DE FUTBOL
El Consejo de Europa ha tenido un protagonismo muy especial respecto a las 
políticas de prevención de la violencia en los espectáculos deportivos pues en 
su seno se ha aprobado el principal instrumento de derecho internacional en 
este asunto.

EUROPEA PARA LA PREVENCION DE LA VIOLENCIA EN ESPEC-
TACULOS DEPORTIVOS EN PARTICULAR EN PARTIDOS entrando 
en vigor el 1º de noviembre de 1985.

La Convención presenta como grandes directrices, las siguientes: 
- Creación de un órgano de coordinación
Principales organismos responsables:
- Organismo gubernamental de deportes.
- Organismo del cual dependa la policía.
- Colectividades locales e Instituciones deportivas.

implicado a nivel nacional y local.
- Adopción de un cuadro jurídico y judicial adecuado

• Actos prohibidos, por ej.: invasión del terreno de juego, actos y canciones 
racistas, arrojar objetos, etc.

• Prohibición de ingreso con armas, elementos pirotécnicos, drogas, bebi-
das alcohólicas, sustancias sicoactivas, etc. en los estadios.

• Sanciones: necesidad de una legislación especial tanto en lo penal, como 
en lo contravencional (exclusión y prohibición de concurrencia).
2
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• Respecto de los partidos de alto riesgo, medidas judiciales de compare-
cencia inmediata.

4. BRASIL
En Brasil se creo la Comisión Nacional de Prevención de la Violencia para 

la Seguridad en los Espectáculos Deportivos. 
-

zando la seguridad y el derecho a la ciudadanía”3.
La Comisión está integrada por el Ministerio del Deporte, el Ministerio 

de Justicia, el Ministerio Público, la Defensa Civil, la ONG de hinchas y las 
Universidades. Sus grandes lineamientos de trabajo se enfocan hacia los si-
guientes puntos: 

- INSTALACIONES DEPORTIVAS:
Este aspecto incluye: 
• Seguridad
• Confort 
• Acceso
• Aledaños
• Iluminación y Señalización
• Limpieza e Higiene
• Taquillas
- EN TORNO DEL ESPECTACULO
• Vías y controles de acceso
• Medios de transporte
• Puntos de embarco
• Areas de estacionamiento

• Procedimientos operacionales
• Comportamiento de los atletas
• Procedimientos de seguridad

El 15 de diciembre de 2005, la Comisión del Deporte presentó ante el ple-
no de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (ALDF) la iniciativa de la 
ley para prevenir la violencia en los Espectáculos Deportivos para el Distrito 
Federal.

partido de fútbol, antes, durante y después del mismo; dentro y fuera del es-
tadio.

En dicho proyecto, se pretende delimitar las obligaciones de cada uno de 
los actores que intervienen en la celebración de un evento deportivo y se mar-
ca la responsabilidad de los organizadores de los eventos, de los clubes depor-
tivos, ya que muchas en ocasiones son los principales promotores o genera-
dores de violencia al acentuar la rivalidad entre los equipos por lograr mayor 
expectativa del encuentro y por ende una mayor entrada y audiencia”4.

6. PERU 
El 1° de julio de 1997, se promulgó la Ley número 26830 sobre Seguridad 

y Tranquilidad Pública en los espectáculos deportivos. 
Esta norma crea la Comisión Nacional contra la Violencia, establece un 

régimen sancionatorio para las conductas derivadas de actos violentos en el 
evento deportivo, determina las responsabilidades para los clubes deportivos, 
y consagra el catálogo de prohibiciones dentro del espectáculo deportivo.

Para terminar es importante comentar que la elaboración de este proyecto 
de ley no hubiese sido posible sin el trabajo conjunto que hemos venido rea-
lizando desde hace un año con la participación activa del doctor Francisco
Santos, Vicepresidente de la República y su grupo de asesores en cabeza de 
la doctora Alexandra Parra, el doctor Everth Bustamante desde la dirección 
3  Klein Marco Aurelio, Comisión Nacional de Prevención de la Violencia para la Seguridad de los Espectáculos Deportivos, Brasil.
4  VALLE  José Luis – COORDINACION DE  NORMATIVIDAD Y ASUNTOS JURIDICOS  DE LA COMISION NACIONAL DE  CUL-

TURA  FISICA Y DEPORTE, CONADE  México.

del Instituto Colombiano del Deporte, Coldeportes y su asesora Isabel Cristi-
na Giraldo, la doctora Paula Marcela Moreno, Ministra de Cultura, el doctor 
Carlos Holguín Sardi, Ministro del Interior y de Justicia y su asesora Sandra 
Devia, el doctor Oscar Iván Zuluaga Ministro de Hacienda y Crédito Público y 
su asesora María Isabel Ulloa, el doctor Luis Bedoya, desde la Presidencia de 
la Federación Colombiana de Fútbol, el doctor Ramón Yesurun Vicepresiden-
te de fútbol profesional, el doctor Alvaro González, Vicepresidente de fútbol 

doctor Gustavo Morelli, asesor de la Federación Colombiana de Fútbol, el 
Director de la Policía Nacional General Oscar Naranjo Trujillo, el Programa 

y representantes de los medios de comunicación deportivos.
Representante a la Cámara, departamento de Antioquia,

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

El día 13 de noviembre del año 2007 ha sido presentado en este Despacho 
el Proyecto de ley número 179 con su correspondiente exposición de motivos, 
por el honorable Representante .
El Secretario General,

* * *
PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NUMERO 180 DE 2007 

CAMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 1° de la Ley 133 de 1994 quedará así:
Artículo 1°. El Estado garantiza el derecho fundamental a la libertad reli-

giosa y de cultos, reconocido en el artículo 19 de la Constitución Política.
Este derecho se interpretará de conformidad con los Tratados Internaciona-

Las convicciones religiosas no eximen en ningún caso del cumplimiento 
de las leyes del país. Nadie podrá alegar motivos religiosos para evadir las 
responsabilidades y obligaciones prescritas en las leyes.

Artículo 2°. El artículo 2° de la Ley 133 de 1994 quedará así:
-

tal. Sin embargo, el Estado no es ateo, agnóstico, o indiferente ante los senti-
mientos religiosos de los colombianos.

El Poder Público protegerá a las personas en sus creencias, así como a las 
Iglesias y confesiones religiosas y facilitará la participación de estas y aque-
llas en la consecución del bien común. De igual manera, mantendrá relaciones 
armónicas y de común entendimiento con las Iglesias y confesiones religiosas 
existentes en la sociedad colombiana.

En ningún caso se admitirá como iglesias o confesión religiosa a las orga-
.

Artículo 3°. El artículo 7° de la Ley 133 de 1994 quedará así:
Artículo 7°. El derecho de libertad religiosa y de cultos, igualmente com-

prende, entre otros, los siguientes derechos de las Iglesias y confesiones reli-
giosas:

h) De elegir y ser elegidos.
Parágrafo 1°. Para efectos de lo dispuesto en el literal anterior, quienes 

ejerzan el Ministerio de cualquier culto o actividad religiosa no podrán as-
pirar a cargos de elección popular a menos que se separen formal, material y 

anteriores a la elección. De igual forma no podrán los Ministros del Culto 

candidato, partido o movimiento político alguno, mientras se encuentren en 
ejercicio de su actividad pastoral.
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La separación de los ministros del culto deberá comunicarse al Ministerio 
del Interior y de Justicia.

Parágrafo 2°. Las iglesias o Confesiones Religiosas regidas por la presente 

las leyes y reglamentos vigentes, otorguen y reconozcan a otras confesiones e 
instituciones religiosas existentes en el país.

Los templos y dependencias de propiedad de las entidades regidas por 
la presente ley, destinados exclusivamente al servicio del culto religioso, de 
conformidad con la reglamentación que para tal efecto expida el Gobierno 
Nacional, estarán exentos de toda clase de contribuciones, siempre y cuando 
sean de propiedad de la iglesia y se hayan inscrito en el registro público de 
confesiones religiosas.

Parágrafo 3°. Los Concejos Municipales podrán conceder a las institucio-
nes religiosas exenciones de los impuestos y contribuciones de carácter local 
en condiciones de igualdad para todas las confesiones e Iglesias.

Artículo 4°. El artículo 14 de la Ley 133 de 1994, quedará así:
Artículo 14. Las Iglesias y confesiones religiosas con personería tendrán, 

entre otros, los siguientes derechos y deberes:
(...)
e) Sujetarse siempre a la Constitución y a las leyes que de ella emanan, y 

respetar las instituciones del país;
-

cos, y
g) Respetar en todo momento los cultos y doctrinas ajenos a su religión, 

así como fomentar el diálogo, la tolerancia y la convivencia entre las distintas 
religiones y credos con presencia en el país.

Parágrafo 1°. El patrimonio de las iglesias y confesiones religiosas, así 
como el de sus federaciones, confederaciones y asociaciones de ministros, 
pertenecerá a ellas y no se podrá distribuir, en caso alguno, entre sus miem-
bros directivos o integrantes ni aun en el evento de su disolución.

En caso de disolución, ya sea por acuerdo interno o por mandato de la ley, 
el Gobierno Nacional a través del Ministerio del Interior y de Justicia estable-

.
Parágrafo 2°. Las iglesias y confesiones religiosas así como sus federa-

ciones, confederaciones y asociaciones de ministros, deberán registrar ante el 
Ministerio del Interior y de Justicia todos los bienes inmuebles que pretendan 
aportar para integrar su patrimonio, sin perjuicio de cumplir con las demás 
obligaciones en la .materia, contenidas en otras leyes.

Artículo transitorio 1°. Las iglesias, confesiones religiosas y denominacio-
nes religiosas, sus federaciones y confederaciones y asociaciones de Minis-
tros, con personería jurídica otorgada por el Ministerio del Interior y de Justi-
cia, dentro del plazo de seis (6) meses a la entrada en vigencia de la presente 
ley deberán inscribir en el Registro Público de Entidades Religiosas los bienes 
inmuebles que constituyen su patrimonio.

Artículo transitorio 2°. Transcurridos los seis (6) meses de que trata el artí-
culo anterior, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, reali-
zará una auditoría tributaria a las distintas iglesias, confesiones religiosas, sus 

-
.

Artículo transitorio 3°. Los Ministros del culto de las iglesias o confesio-
nes religiosas que a la entrada en vigencia de la presente ley se encuentren 
ocupando cargos de elección popular, deberán separarse del ejercicio pastoral 
mientras desempeñen las funciones para la cual fueron elegidos, situación que 
se comunicará al Ministerio del Interior y de Justicia dentro de los dos (2) me-
ses siguientes a la promulgación de la presente ley para efectos de inscripción 
en el Registro Público de Confesiones Religiosas.

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Representantes a la Cámara,

.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Introducción
El legislador en el año 1994, se ocupó de analizar y debatir el derecho a 

la libertad religiosa y de cultos, y para ello expidió la Ley 133 de 1994. Ló-
gicamente, es de competencia del Congreso el establecimiento de un estatuto 
normativo que regule las relaciones entre el Estado y la diversas iglesias y 
confesiones que pueden existir en el sistema jurídico, y en general el desa-
rrollo de los derechos fundamentales, de conformidad con lo dispuesto en el 
inciso segundo del artículo 19 de la Carta, en concordancia con el Preámbulo, 
con los artículos 2°, 18, 42 incisos 10, 11 y 12, con el artículo 68 inciso 4°, y 
con el artículo 152 de la Constitución Nacional.

En este sentido, y siguiendo los lineamientos de nuestro régimen consti-
tucional se sentaron las bases para la conformación del concepto de la perso-
nería jurídica especial de las iglesias y confesiones religiosas, que se vincula 
con los diversos regímenes aplicables a la materia y al tema, con las relaciones 
entre el Estado y las mismas iglesias y confesiones religiosas, y con las pro-
yecciones jurídicas de las actividades de aquellas.

convenios de derecho público interno que puede celebrar el Estado con las 
iglesias y confesiones religiosas o los de la personería jurídica, para efectos 
del reconocimiento de una religión o confesión religiosa en nuestro ordena-
miento, lo cual las habilita para participar en esferas de la vida íntima y social 
de las personas y en asuntos de incumbencia pública, como lo son el estado 
civil, sus vicisitudes y desarrollos judiciales, y otras de interés público como 
la formación de profesionales de la difusión, propagación, proselitismo y en-
señanza religiosa, el registro público de entidades religiosas y los diversos 
derechos especiales y los comunes que les corresponden a las iglesias. Igual-
mente a la regulación legal de la libertad de religión y de cultos, se vinculan 

-
siones, su autonomía, el valor de las decisiones de los tribunales eclesiásticos, 
entre otros.

No podemos desconocer que la religión no es mera subjetividad y por ello 
reclama de su protección legal tanto en el ámbito positivo denominado auto-
nomía jurídica, como en el negativo, conocido como inmunidad de coacción. 
Así, nadie puede ser obligado a obrar contra su credo religioso, ni ser impe-
dido, dentro de los límites propios de este derecho, a obrar conforme a él, ni 
molestado en razón de sus creencias, ni compelido a revelarlas, ni obligado a 
obrar contra ellas, ni a vivir según su credo, derechos que encuentran funda-
mento constitucional en los artículos 15, 16, 18, 19, 20, 42, 68 de la Consti-
tución Nacional.

Pero, también es cierto que en la Ley 133 de 1994, se establecieron dere-
cho, mas no deberes de las iglesias y confesiones religiosas para con el Estado 
y por lo cual reclama una reforma en la que quede claramente establecido has-
ta dónde pueden alcanzar esos derechos sin que implique el cumplimiento de 
algunos deberes como persona jurídica organizada, con capacidad de producir 

reales y de derecho público y de cooperación, y de la relación de las personas 
con aquellas en cuanto a determinadas manifestaciones de la libertad.

Además, La Corte Constitucional se ha pronunciado reiteradamente sobre 
el alcance de los principios de pluralismo y diversidad religiosa -incluyendo 
el principio de separación de Iglesia y Estado-, así como sobre los derechos de 
libertad religiosa y de cultos en relación con los alcances y límites de la acción 
estatal. A este respecto son distinguibles diversos temas relevantes a saber: 
la igualdad ante la ley de las distintas comunidades religiosas; la separación 
entre las Iglesias y el Estado, que incluye los principios de Estado laico, de 
neutralidad y prohibición de persecución.

La igualdad ante la ley de las distintas iglesias y confesiones religiosas 
impide que el Estado le otorgue a una de ellas un trato preferente.

del principio de igualdad. Dentro de estos se destaca que en materia religiosa 

C.P.) sino que extiende la igualdad religiosa a una dimensión colectiva al se-
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-
mente libres ante la ley”.

las confesiones religiosas e iglesias son igualmente libres ante la ley”, la Corte 
ha reconocido que en aras del respeto al pluralismo religioso, no pueden exis-
tir tratos discriminatorios que privilegien a una determinada religión o culto 
sobre otros. De este modo, si bien se ha reconocido la posible existencia de 
tratos favorables a determinadas comunidades religiosas, ello se ha hecho sólo 
bajo el criterio de que también las otras confesiones gocen de la posibilidad 

la Iglesia Católica han sido extendidas también a otras iglesias, en virtud del 
principio de igualdad ante la ley de las diversas comunidades religiosas.

El principio de igualdad ante la ley de las diferentes confesiones religiosas 
se aplicó igualmente en el ámbito de las exenciones tributarias. En la C-027 
de 1993, la Corte declaró la constitucionalidad del artículo XXIV del Concor-

curias diocesanas, casas episcopales y seminarios. Estimó la Corte que resul-
taría inequitativo exigir el cobro de tales tributos a las iglesias que sostienen 
sus lugares de culto con dineros de los feligreses, puesto que estos tributan ya 
por su propio patrimonio, de forma que de aceptarse el gravamen sobre los 
inmuebles de la respectiva congregación se estaría consagrando un doble tri-

establecidos en el artículo del Concordato a los distintos credos religiosos, 
siempre que reúnan los requisitos establecidos en la ley1.

En la Sentencia T-616 de 19972, la Corte tuteló el derecho a la igualdad 

de Impuestos y Aduanas, DIAN, que la obligaba a presentar declaración de 
ingresos y patrimonio, mientras que la Iglesia Católica estaba exenta de tal 
deber. En esta oportunidad la Corte concedió la tutela con base en que tal dife-
rencia de trato no superaba ninguno de los requisitos del examen de igualdad, 
en particular, no buscaba un interés público o constitucional imperioso, con 

-
tintas a la Católica. De esta forma, la Corte ordenó, en virtud del principio de 
igualdad de las distintas confesiones religiosas, eximir a la iglesia accionante 
de tal obligación.

En posterior ocasión, el ministro de una iglesia interpuso acción de tutela 
con miras al reconocimiento, al igual que a la Iglesia Católica, de una exención 
de pago de la sobretasa ambiental. Aunque en Sentencia T-269 de 20013 se 
negó la tutela de los derechos invocados por considerar que el ministro no po-
día, en desmedro de la autonomía de su iglesia, arrogarse la representación de 
una iglesia cuyo representante legal no ha celebrado un acuerdo para entablar 
y regular sus relaciones con el Estado, la Corte reiteró el criterio de igualdad 

marco jurídico que asegure la igual libertad de todas las iglesias y confesiones 

dar un trato diferente a las diversas confesiones religiosas o iglesias, lo cual 
no supone la concesión automática de una exención tributaria a todas ellas 
cuando alguna de las mismas ha cumplido con los requerimientos de ley para 
hacerse acreedora de dicha exención. A lo que está obligado el legislador es a 
establecer iguales condiciones objetivas para todas las confesiones religiosas 
e iglesias de forma que puedan hacerse acreedoras a la mencionada exención. 
En la medida que cada uno de los sujetos colectivos interesados cumpla con 

una exención tributaria, dicha exención debe ser igualmente reconocida”.
Luego, en Sentencia C-088 de 19944

de la personería jurídica de la Iglesia Católica, la cual se rige por el Concorda-
to, en el sentido de que ella no violaba la igualdad de otras iglesias, pues nada 

1  Este criterio es seguido por la Sentencia C-088 de 1994, M.P. Fabio Morón Díaz, mediante la cual la Corte ejerció el control automático 
de constitucionalidad del proyecto de ley estatutaria sobre el derecho a la libertad religiosa y de cultos. En ella la Corte declaró inexequible 
el inciso 2° del literal e) del artículo 7° y el literal h) del mismo artículo del mencionado proyecto, los cuales establecían respectivamente 

entidades territoriales exenciones tributarias”, pues este tipo de exenciones tributarias es de iniciativa gubernamental, sin que tal requisito 
se hubiera cumplido en esta ocasión. No obstante, declaró exequible el parágrafo del artículo 7°, en el que se dejaba en libertad a los muni-
cipios para conceder exenciones tributarias a las Iglesias siempre que se respetara el principio de igualdad.

2  M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.
3  M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.
4  M.P. Fabio Morón Díaz.

impedía que también ellas celebren acuerdos con el Estado colombiano para 

sucedido, entre otras, con la Iglesia Adventista del Séptimo Día de Colombia, 
la cual suscribió un Convenio de Derecho Público con el Estado colombiano, 

libertad religiosa y de cultos, siguiendo lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 
133 de 1994, la Ley 25 de 1992, Ley 115 de 1994 y el Capítulo IV del Decreto 
782 de 19955.

otros cultos ha sido reiterado en otras sentencias: en la C-609 de 19966, la 

que dicho trato especial abarca también a miembros de igual rango de otras 
iglesias.

Así mismo, en la C-478 de 19997, en relación con la causal de aplazamien-

estudios en establecimientos reconocidos por las autoridades eclesiásticas 
como centros de preparación de la carrera sacerdotal o de la vida religiosa”, 
la Corte declaró la exequibilidad condicionada del artículo 29 de la Ley 48 de 

referida a todas las iglesias y confesiones religiosas reconocidas jurídicamente 
por el Estado colombiano, ya que sólo así presenta total concordancia con el 
ordenamiento constitucional y una plena vigencia del principio de igualdad y 
de la libertad religiosa y de cultos, así como de la supremacía normativa jerár-
quica del Estatuto Fundamental (C.P., artículos 19 y 4°)”.

En resumen, la Corte ha admitido el tratamiento jurídico favorable a igle-
sias y confesiones religiosas bajo la condición de ofrecer igualdad de condi-

iglesias que cumplan con los requisitos de ley. Esta regla ha tenido especial 
aplicación en el ámbito de las exenciones tributarias que promueven la igual-
dad de las iglesias y confesiones religiosas, así como el ejercicio de las liberta-
des individuales con ellas relacionadas. Otra aplicación clara del principio de 
igualdad entre las colectividades religiosas ha tenido lugar en el ámbito de la 
objeción de consciencia al servicio militar, permitida a miembros de cuerpos 
eclesiásticos pero no reconocida por la ley para objetores de consciencia ci-
viles. Además, el principio de igualdad de confesiones e iglesias religiosas se 
extiende a la igual autonomía de las diferentes iglesias y credos en el manejo 
de sus asuntos, así como a la igual posibilidad de brindar enseñanza religiosa 
en establecimientos educativos públicos o privados, siempre que se garantice 
la libertad de los estudiantes y sus padres de optar por recibir o no la educación 
religiosa. Finalmente, la Corte ha reconocido que las iglesias tienen el derecho 
a decidir de manera autónoma si entablan o no relaciones con el Estado.

Estado Social de Derecho colombiano, del cual el pluralismo religioso es uno 
de los componentes más importantes. Igualmente, la Carta excluye cualquier 
forma de confesionalismo y consagra la plena libertad religiosa y el tratamien-
to igualitario de todas las confesiones religiosas, puesto que la invocación a 
la protección de Dios, que se hace en el preámbulo, tiene un carácter general 
y no referido a una iglesia en particular. Esto implica entonces que en el orde-
namiento constitucional colombiano, hay una separación entre el Estado y las 
iglesias porque el Estado es laico; en efecto, esa estricta neutralidad del Estado 
en materia religiosa es la única forma de que los poderes públicos aseguren el 
pluralismo y la coexistencia igualitaria y la autonomía de las distintas confe-
siones religiosas”.

OBJETO DEL PROYECTO
Con la Iniciativa se busca:
1. Evitar que las iglesias o confesiones religiosas se constituyan como or-

2. Evitar que quienes ejerzan el Ministerio de cualquier culto o actividad 
religiosa aspiren a cargos de elección popular, a menos que se separen formal, 

comprender, siempre que medie acuerdo entre las partes, desde la puesta del sol del viernes hasta la puesta del sol del sábado en sustitución 
del que establezca las leyes”. Ver T-982 de 2001; M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.

6  Ms.Ps. Alejandro Martínez Caballero y Fabio Morón Díaz.
7  M.P. Martha Victoria Sáchica de Moncaleano (E).
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anteriores a la elección. Pero también evitar que los cultos se conviertan en 
-

giosos, situación que riñe con la denominación de la libertad de cultos o reli-
gión y más aun con la adquisición de la personería jurídica, pues esta no fue 
otorgada para conformar centros de adiestramiento político.

En lo que toca con este punto es preciso, traer a colación un informe de 

Señor”, donde claramente se dice:
-

.
Es bien cierto que el poder eclesiástico ha jugado un papel determinante 

en la esfera política colombiana y que durante muchos años los candidatos 
-

dos. Incluso, las divisiones que se produjeron en el interior de esta institución 

hombres como Marco Fidel Suárez o Enrique Olaya Herrera.
Con el paso del tiempo la voz de la iglesia en boca de los sacerdotes fue 

escuchándose con fuerza en los electores, hasta el punto de que algunos como 
Bernardo Hoyos, electo alcalde de Barranquilla en 1992 y Pauselino Camar-
go, elegido alcalde de Cúcuta, fueron muestras frecuentes de la suspensión 
temporal de clérigos para irrumpir en la arena política.

En el último Concilio Vaticano, la propia Iglesia Católica había estableci-
do que solamente los laicos podían participar en política, pues la misión de 

política y religión. Nuestra tarea es predicar el Evangelio como lo hizo Cristo 
y Cristo no puede ser concebido como un líder social sino como un mesías”, 
sostiene el padre Gabriel Hurtado, quien fue Capellán del Politécnico Granco-
lombiano y la Universidad Sergio Arboleda.

Posteriormente, la participación de la Iglesia Católica en la esfera política 
comenzó a mermar y paralelamente se hizo más visible la proliferación de 
Iglesias cristianas, evangélicas y protestantes en todo el país y pronto funda-
ron los primeros movimientos políticos religiosos, como: Partido Nacional 
Cristiano y Compromiso Cívico Cristiano con la Comunidad, C4, creado por 
el senador Jimmy Chamorro y MIRA, que dirige Alexandra Moreno Piraqui-
ve.

Lógico, con esta iniciativa no se está negando a ninguna confesión religio-
sa el derecho a ser elegido, pero sí a que aspiren en igualdad de condiciones 
frente al común de la gente que no manejan los pulpitos religiosos y que por 
lo menos renuncien a su fuero pastoral si desean aspirar a cargos de elección 
popular.

Dice Mariana Suárez Rueda en su columna:
“Pastor y Candidato”
Héctor Fabio Artuduaga, aspirante a la alcaldía de Pereira, pastor de la 

iglesia Centro Evangelístico y durante sus reuniones de campaña siempre lee 

Dios escoja (...) Y no podrás poner sobre ti a un hombre extranjero”. Una cita 

candidatos, pero hay que elegir a los de la familia de la fe, los que tenemos 
como principio de vida la palabra de Dios”.

Carlos Baena, aspirante al Concejo de Bogotá por el Movimiento Mira 

de mi vida. Y por eso, fui el primero en evitar que se asociara el partido neta-
mente con el cristianismo. Nunca mezclo mi discurso político con el religio-
so”.

Ahora, es preciso anotar que el ejercicio de un cargo de elección popular, 
como entre otros, el de congresista, el Constituyente de 1991, al plasmar el 
artículo 180-1 de la norma superior, estableció que el régimen de incompati-
bilidades de los congresistas debía responder a la necesidad de garantizar que 

En la Gaceta Constitucional número 79, miércoles 22 de mayo, 1991. Pág. 
16, aparece plasmado el espíritu del constituyente al respecto:

“Incompatibilidades en el ejercicio del cargo: para este capítulo se con-
templó la necesidad de asegurar que el congresista no utilice su poder o in-

Además se consideró la búsqueda de mecanismos que aseguren la dedica-
-

niencia de permitir que acumule un miembro del Congreso más de un cargo 

*.
Lo anterior determina, entonces, que la Constitución Política estableció la 

incompatibilidad que se analiza, no sobre la base de que el cargo o empleo, 
-

lo jurídico, sometido a dependencia o subordinación, sin autonomía técnica, 
durante la jornada de trabajo del Congresista, o de manera que le impida su 
desempeño. No. Aquel ejercicio puede ser remunerado o gratuito, con vincu-
lación jurídica o sin ella, bajo subordinación o con autonomía administrativa 
o técnica, en el tiempo libre del congresista o durante su jornada de trabajo, y 
la incompatibilidad es predicable aún frente al mejor de los congresistas por 
su cumplimiento, ya que lo que pretendió el Constituyente de 1991, fue exigir 
la exclusividad de la labor personal de aquellos, precaver la posibilidad de un 

terceros, de modo que se garantice su independencia.
3. También busca el proyecto que, las iglesias o confesiones religiosas 

otras confesiones religiosas en condiciones de igualdad, esto siguiendo los 
parámetros de reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional. Pero eso sí 
hay que hacer una clara distinción entre los bienes que pertenecen a la entidad 
religiosa y los que pertenecen al pastor o ministro del culto, pues es justo que 
los primeros deben tener una exención en condiciones de igualdad siempre y 
cuando estén destinados exclusivamente al servicios del culto religioso.

Para poder hacer una distinción entre los bienes que pertenecen a las igle-
sias o confesiones religiosas hay que inscribirlos en el registro público de 
confesiones religiosas, ya que es la mejor manera de que el organismo de 
recaudación tributaria pueda cumplir su misión.

De tal forma que el legislador debe establecer iguales condiciones a confe-
siones religiosas e iglesias para el caso de la exención tributaria, pues a la luz 
de la Constitución, a este le está vedado dar un trato diferente a las diversas 
confesiones religiosas o iglesias, lo cual no supone la concesión automática de 
una exención tributaria a todas ellas cuando alguna de las mismas ha cumplido 
con los requerimientos de ley para hacerse acreedora de dicha exención. Lo 
que está obligado el legislador es a establecer iguales condiciones objetivas 
para todas las confesiones religiosas e iglesias de forma que puedan hacerse 
acreedoras de la mencionada exención.

* Gaceta Constitucional número 79, miércoles 22 de mayo, 1991. Pág. 16.
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Ante la proliferación de iglesias y cultos de diferentes religiones que hay 
en el país, el Gobierno Nacional a través de la DIAN, debe realizar un segui-
miento de cuentas o programa de auditoría a esas entidades.

-
tidad de recursos. Aunque todas están catalogadas por ley como no contribu-
yentes del impuesto sobre la renta, se quiere precisamente establecer cuáles de 
los bienes que poseen pertenecen a la actividad religiosa para la que pidieron 
su personería jurídica ante el Ministerio del Interior y de Justicia, y cuáles de 
esos patrimonios pertenecen a los llamados pastores, quienes, dependiendo de 
sus ingresos y su patrimonio, podrían estar obligados a tributar como personas 
naturales. En pocas palabras, estas personas estarían evadiendo sus obligacio-

¿Pero por qué ninguna iglesia paga impuestos? Sencillo: desde un comien-
zo, la Iglesia Católica está exenta y como hoy en Colombia hay libertad de 
cultos, el mismo tratamiento tributario que se le dé a ella, se les debe dar al 
resto de las que existen en el país.

La razón, en 1993 a través de un decreto expedido por el propio Gobierno, 
estableció que la iglesia Católica además de no pagar impuestos, tampoco 
debía presentar la declaración de ingresos y patrimonio.

Ante esto, la entidad religiosa Casa Sobre la Roca presentó una tutela ale-
gando que si la iglesia Católica no declaraba, ninguna debía hacerlo, pues hay 
libertad de cultos. El fallo salió a su favor.

Por ello entre 1994 y 2003 ninguna de las iglesias, incluida la católica, 
presentó esa declaración de ingresos y patrimonio.

Pero el Consejo de Estado se pronunció sobre la materia y sentenció que el 
decreto expedido en 1993 era nulo.

declaración de ingresos y patrimonio”, dijo el Consejo de Estado. Esta deci-
sión, por consiguiente, cobija a todas las iglesias.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 23 del Estatuto Tributario, las con-
gregaciones religiosas sin ánimo de lucro, no son contribuyentes del impuesto 
sobre la rentas8. No obstante, según el artículo 598 del mismo Estatuto, dichas 
asociaciones se encuentran obligadas, en condiciones de igualdad, a presentar 

-

599). A su turno, el artículo 579 de la misma normatividad indica que el go-
bierno nacional señalará oportunamente los lugares y los plazos dentro de los 
cuales deberán presentarse las citadas declaraciones tributarias.

En desarrollo de ese mandato legal, el Gobierno expidió los Decretos Re-
glamentarios 3101 de 1990, 2820 de 1991, 2064 de 1992, 2511 de 1993, 2798 
de 1994, 2231 de 1995 y 2300 de 1996, a través de los cuales reconoce que 
el Estatuto Tributario exime a las congregaciones religiosas de la obligación 
de pagar el impuesto de renta y complementarios adscribiéndoles, exclusiva-
mente, el deber de presentar la declaración anual de ingresos y patrimonio y, 

-
ciones tributarias.

-
sas sin ánimo de lucro, sin hacer excepciones o conferir privilegios o prerro-

disposiciones encuentran pleno respaldo en lo dispuesto en la Ley Estatutaria 
de Libertad Religiosa y de Cultos, y en la Ley 20 de 1974, aprobatoria del 
Concordato celebrado entre el Estado Colombiano y la Santa Sede.

Lo que se busca con la iniciativa es sencillamente que los bienes de utili-
dad común sin ánimo de lucro de las iglesias y confesiones religiosas, tales 

iglesia.
Sin embargo, la libertad de cultos, consagrada en la Constitución de 1991 

trajo consigo una proliferación de ritos, denominaciones de iglesias o sectas. 
Es más, este tipo de organizaciones está en aumento.

8 Esta disposición se encontraba tanto en el artículo 23 del Decreto-ley número 624 de 1989, como en el artículo 65 de la Ley 223 de 1995 
que sustituyó al citado artículo 23.

En Colombia hay 819 entidades religiosas incluida la Iglesia Católica, re-
gistradas ante el Ministerio del Interior. Todas ellas cuentan con personería 
jurídica.

Sin embargo, el número fácilmente puede ser superior a 1.000, pues según 
el Padre William Correa, director de Doctrina de la Conferencia Episcopal de 
Colombia, hay organizaciones que funcionan en pequeños locales (las llama-
das ‘iglesias de garaje’), en ciudades y pequeñas poblaciones y que aprove-
chan los vacíos y problemas afectivos, económicos y de salud de las personas 
para comprometerlos en ritos místicos que supuestamente les ayudan en su 
solución.

Es más, comenta el religioso, hay otros cultos que funcionan bajo denomi-
naciones de Organizaciones No Gubernamentales, ONG, entes sobre los que 
no hay mayores controles.

Sin embargo, ha surgido un nuevo fenómeno que está haciendo crecer en 
un mayor número las denominaciones no católicas y tiene que ver con la po-
sibilidad de que las que ya tienen personería jurídica, puedan derivársela o 

Esta facultad, otorgada por un decreto del Ministerio del Interior y de Jus-
-

ción de más de 51 nuevas ‘iglesias’.
Según fuentes del Ministerio del Interior y de Justicia, diariamente están 

llegando a la entidad entre 8 y 12 solicitudes de personería de nuevos cultos 
religiosos.

Hay casos en los que una sola iglesia ha avalado con su registro legal a 
cinco más en departamentos como Córdoba, Tolima, Boyacá y Atlántico.

-
siones religiosas, es cumplimiento obligatorio la ley del diezmo, que orde-
na entregar el 10 por ciento de las ganancias de las personas a su iglesia, 
contribuciones voluntarias, venta de servicios, colegios de educación formal, 
capacitación, venta de literatura y material religioso, así como trabajo volun-
tario, hacen parte del portafolio de productos con los que las denominaciones 

Aunque no hay cifras concretas, denominaciones como la Casa Sobre la 
Roca Iglesia Cristiana Integral, fundada por el pastor y periodista Darío Silva 
Silva, muestran un modelo de organización similar al de cualquier empresa.

Esta iglesia, denominada protestante, cuenta con una estructura de 350 em-
pleados en Colombia, dentro de los que se incluyen 50 profesores del Nuevo 
Gimnasio Cristiano, según el reverendo Bernardo Bejarano, quien maneja los 

El reverendo aseguró que el crecimiento de la congregación -hacen presen-
cia en Miami y México- se debe al trabajo voluntario y desinteresado de los 

la contribución voluntaria.
Sin embargo, otros cultos no católicos reconocen que para poder crecer 

hacen cumplir al pie de la letra con el precepto del diezmo.
Los autores de esta iniciativa, hemos sido cuidadosos en el sentido de no 

coartar las libertades de culto y de expresión que entre otras cosas, ostentan 
el carácter de derechos fundamentales, pues entendemos que en una sociedad 
cuyo orden jurídico garantiza las concepciones religiosas o ideológicas de sus 
miembros, así como su manifestación por medio de la práctica ritual asociada 
a una creencia particular, el Estado debe ser especialmente cuidadoso en sus 
intervenciones, pues ellas pueden interferir la independencia y libertad de las 
personas que profesan una confesión o credo.

De otra parte, la libertad de expresar y difundir los propios pensamientos 

en una sociedad democrática, participativa y pluralista. No existe democracia 
donde se acallen violentamente las ideas; no hay república pluralista donde 
se niegue la diversidad o se imponga la intolerancia; tampoco será posible la 

-
cial desde el poder restringe los derechos y libertades cuya protección corres-
ponde precisamente a la autoridad (C.P. artículo 2°). Sin embargo, se busca 
que quienes profesan estos derechos cumplan con un mínimo de deberes en 
condiciones de igualdad con el resto del cuerpo social de la nación, ya que si 
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a estos al aspirar a cargos de elección popular se les imponen determinados 
impedimentos, con mayor razón a quienes profesan un credo o religión deben 
tener la mayor discrecionalidad para manejar los pulpitos y evitar que ellos se 

lindero entre los bienes que corresponden a la iglesia o confesión religiosa y 
los bienes particulares de quienes dirigen esa entidad. Con estas apreciaciones 
no se está limitando la libertad de cultos que constitucionalmente se encuentra 
amparado en nuestra Carta superior.

Por lo anterior, se pone en consideración el presente proyecto de ley para 
que sea analizado y esperamos que contribuya a dar claridad a la libertad de 
cultos contemplado en el ordenamiento constitucional vigente.

Representantes a la Cámara,

.
CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL
El día 13 de noviembre del año 2007 ha sido presentado en este Despacho 

el Proyecto de ley número 180 con su correspondiente exposición de motivos, 
por el honorable Representante .
El Secretario General,
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